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1. DISPOSICIONES GENERALES
PARLAMENTO DE CANTABRIA

Ley de Cantabria 4/2000, de 13 de noviembre, de Moder-
nización y Desarrollo Agrario.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE CANTABRIA

Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha apro-
bado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 15.2º del Estatuto de
Autonomía para Cantabria, promulgo la siguiente:

LEY DE CANTABRIA 4/2000, DE 13 DE NOVIEMBRE,
DE MODERNIZACIÓN Y DESARROLLO AGRARIO.

PREÁMBULO

Una vez superado el viejo tópico relativo a la visión de
la cuestión agraria como un modo o forma de vida apar-
tado de los modelos y aspiraciones de progreso del
momento, se observa, por el contrario, su permanente
actualidad y vigencia derivada no sólo de ser representa-
tiva de uno de los referentes más cultivados en orden a la
evocación y plasmación de ideales, postulados y plantea-
mientos, donde mejor se ha sintetizado la razón y el fun-
damento de la acción pública de gobierno, sino también
un exponente significativo de los valores y principios que
han presidido la vertebración de buena parte de nuestra
realidad social, económica y cultural.

Ahondando en esta observación, la abundancia al res-
pecto de hechos de diversa índole constituyen tanto una
fuente inagotable de refrendo acerca de la bondad intrín-
seca de lo afirmado, como un testimonio incontestable de
la capacidad de adaptación y sentido de vanguardia que
ha presentado el fenómeno agrario, ante la inevitable
encrucijada de nuestro devenir histórico más reciente. En
este sentido, situados en lo que podemos describir como
antecedentes mediatos de la trascendencia y papel de
referente de la cuestión agraria y ejemplificados, si se
quiere en la contemporaneidad y gran altura técnica de la
Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, de 12 de enero de
1973, bien puede afirmarse que el sector agrario ha cons-
tituido un excelente campo abonado de esperadas refor-
mas y necesarios giros conceptuales imbricados plena-
mente en el proceso de modernización de nuestra
sociedad; primordialmente de la feliz coyunda de las ini-
ciativas públicas y privadas como presupuestos indisocia-
bles del progreso económico.

En efecto, como antesala de lo que con acierto se ha
venido a denominar «Constitución económica», definida
con relación a la libre empresa en el marco de una econo-
mía social de mercado en los artículos 33 y 38 de la
Constitución Española, el predominio inexorable del libe-
ralismo en sus diversas facetas, particularmente en lo
económico a través de la liberalización del mercado,
determinó la necesaria adecuación de la actividad agraria
a sus premisas esenciales, entre otras, a la apertura del
mercado y su libre concurrencia o el incremento de la pro-
ducción y competitividad de los productos, junto con la
conveniencia de reconducir las estructuras organizativas
hacia modelos empresariales como fórmula óptima de
alcanzar niveles de rentabilidad satisfactorios y estables.
Pero, a su vez, de un modo progresivo, la implicación
social y política del fenómeno en cuestión coadyuvó a la
afirmación del Estado en su concepción definitoria de
garante tanto del interés general como del equilibrio del
proceso económico, en atención a unos supremos valores
de libertad, justicia y solidaridad.

En consecuencia, la Administración Pública, auxiliada
por una legislación en actuaciones e instrumentos técni-
cos, como por ejemplo la transformación económico-
social de grandes zonas por razón del interés nacional,
ordenación de explotaciones agrarias, establecimientos

de planes de mejoras, concentración parcelaria, unidades
mínimas de cultivo, permutas forzosas y, en su caso,
medidas sancionadoras del ejercicio antisocial del dere-
cho de propiedad agraria, todas ellas como preámbulo
constitucional de la subordinación de la riqueza del país al
interés general y de la formulación de la función social de
la propiedad como criterio delimitador de su respectivo
contenido (artículos 128, 131 y 33.2 de la Constitución)
respectivamente, incentivó un amplio período de desarro-
llo agrario basado en reformas estructurales del sector
destinadas, principalmente, a la reorganización de la pro-
piedad agraria tradicional, a su contenido, y a la transfor-
mación productiva de los activos o elementos patrimonia-
les de las explotaciones agrarias.

Con posterioridad, ya en el ámbito de los antecedentes
inmediatos, en torno a la adhesión de España a la
Comunidad Económica Europea, la entrada en vigor del
Acta Única, y la ratificación del Tratado de la Unión
Europea y del Tratado de Amsterdam, la capacidad de
adaptación de nuestra agricultura se puso de nuevo a
prueba con el reto de una experiencia supranacional, de
alcance hasta entonces desconocido, caracterizada por
una rígida estructuración del mercado europeo y una
mayor exigencia de control y calidad de los diferentes pro-
cesos de producción agro-alimentarios. En esta tesitura,
paliada insuficientemente por las ayudas comunitarias, el
sector agrario tuvo que afrontar una suerte de medidas
coyunturales que complementaran la recomposición de su
productividad y mejoraran la competitividad de sus pro-
ductos agropecuarios. De esta forma, desde el plano diná-
mico de la actividad agraria, centrado en los aspectos de
gestión de los derechos de explotación y en el concepto
nuclear de empresa agraria, el desarrollo del sector se
canalizó a través de ayudas públicas y beneficios fiscales
tendentes tanto al fortalecimiento de los elementos pro-
ductivos, sobre todo de cara al sostenimiento de los nive-
les de inversión tecnológica, como al perfeccionamiento
de sus estructuras organizativas y profesionales, particu-
larmente a través de la definición de conceptos como el
de explotación agraria prioritaria y el de agricultor profe-
sional en sus diversas variantes, caso de la reciente Ley
19/1995, de 4 de julio, sobre Modernización de las
Explotaciones Agrarias.

En la actualidad, en plena época finisecular, el sentido
de vanguardia que ha caracterizado a la legislación agra-
ria vuelve a reivindicarse ante los nuevos cambios y proce-
sos de adaptación que impone la lectura de una política
agraria cada vez más compleja y exigente. Así, por ejem-
plo, se infiere de los recientes acontecimientos en el
ámbito de la Política Agraria Común, principalmente de los
acuerdos multilaterales en el marco del GATT y de la
Organización Mundial de Comercio (Ronda Uruguay) y las
expectativas suscitadas por la Reforma Agraria de la Unión
Europea, en donde la liberalización de los mercados a
escala mundial y la previsible reducción de las ayudas
comunitarias aconsejan una reestructuración dirigida hacia
procesos de diversificación de la actividad agraria, flexibili-
zación de costes de producción y mejora de la organiza-
ción comercial, como factores a tener en cuenta de cara a
la competitividad del sector agrario. En todo caso, dicho
esfuerzo de adaptación cobra igual grado de oportunidad
y conveniencia ante la inaplazable exigencia del desem-
peño de una actividad agraria armónico con la defensa del
medio ambiente y los equilibrios ecológicos básicos, de
suerte que el desarrollo agrario en los albores del nuevo
milenio no quepa ya interpretarse por más tiempo en clave
maximalista y estanca, sino conexa a una utilización racio-
nal de los recursos naturales, a una aplicación selectiva de
los productos agro-químicos y el avance tecnológico en
pro de una agricultura productiva y limpia.

II
El Gobierno de Cantabria, de acuerdo con el desenvol-

vimiento y consolidación de la Política Agraria Común,
considera que en este contexto de profundos cambios y



nuevos procesos de adaptación el fomento del sector
agrario va a especializarse cada vez más en torno a un
marco regional de realidades sociales, económicas y cul-
turales diferenciado. En términos parecidos, esta perspec-
tiva autonomista va a resultar decisiva tanto para la ejecu-
ción y eficacia de las medidas proyectadas, como para la
mejor justificación y defensa de las ayudas comunitarias
solicitadas. A su vez, la culminación de nuestro sistema
competencial abunda en esta misma dirección, de modo
que también va a resultar del todo recomendable la per-
fección del proceso de transferencias junto con la defini-
ción de nuestra organización competencial. Por todo ello,
la legislación autonómica en esta materia no sólo consti-
tuye el ejercicio de una potestad, sino el recurso idóneo
para que la Comunidad de Cantabria modernice sus
estructuras y explotaciones agrarias, de acuerdo a su rea-
lidad socio-económica e identidad cultural.

Para la consecución de este empeño la Ley de
Cantabria de Modernización y Desarrollo Agrario no ha
sido ajena ni al abolengo jurídico de la legislación agraria,
de la que toma su componente conceptual más elabo-
rado, ni a las modernas orientaciones provenientes del
acervo comunitario, incorporando por su cuenta notables
innovaciones a lo largo de su extenso articulado. De
acuerdo a estas orientaciones, pueden destacarse como
características generales de la Ley las siguientes notas:

A) Talante institucional. Con esta nota la Ley hace suyo
el papel de referente que ha tenido la legislación agraria en
nuestro devenir histórico más reciente. Y lo hace suyo del
modo más excelso, esto es, como configuración básica del
interés general que haga recognoscible al ciudadano tanto
los criterios organizativos de su administración autonó-
mica, como los principios rectores de política social y eco-
nómica en el ámbito de su respectiva aplicación.

Dicho pórtico institucional se haya regulado en el Título
preliminar de la Ley, en donde se describe su objeto en
atención a los distintos fines, funciones y principios, que
informan el ámbito de actuación pública conforme a las
directrices socio-económicas y culturales de la
Comunidad de Cantabria. En este sentido, merece desta-
carse el alcance sistémico con el que se ha elaborado la
correspondiente ordenación y correlación de los mismos,
especialmente lograda a través de la novedosa fórmula
que distingue entre los denominados «fines primarios» y
los «conexos», sin detrimento de una visión global y uni-
taria del sistema competencial autonómico, como de los
valores, intereses y actuaciones públicas que inciden en el
sector agrario.

Al respecto, la Ley, con base en el artículo 148.1, regla
7ª de la Constitución española, y el artículo 24.9 del
Estatuto de Autonomía para Cantabria, todo ello con un
absoluto respeto al ámbito competencial del Estado, parti-
cularmente con relación a los conceptos de ordenación
general de la economía como límite negativo de la com-
petencia autonómica (artículo 148.1.7ª de la Constitución
Española) y al de bases y coordinación de la planificación
general de la actividad económica como título habilitante
de una potestad de dirección económica (artículo
149.1.13ª de la Constitución Española), así como a la
legislación civil como título de intervención estatal
(artículo 149.1.8ª de la Constitución Española), aborda el
desarrollo de los fines primarios bajo el prisma de la sus-
tantividad del principio de autonomía competencial en
materia agraria, como principio nuclear e informador del
orden competencial previsto. La concreción normativa del
principio, al margen de su necesario correlato en el ámbito
de la autonomía presupuestaria y financiera, queda dibu-
jado tanto en su protección competencial, con el legítimo
establecimiento de una política agraria propia de la
Comunidad de Cantabria, como en la naturaleza progra-
mática de dicha política en torno a la consecuencia de
objetivos ligados al dinamismo del sector, como son la
creación y fomento de explotaciones agrarias rentables y
la mejora de los parámetros de productividad, calidad y
diversificación de la actividad agraria.

La defensa del espacio rural, de su función productiva y
de su correspondiente adecuación a las nuevas deman-
das y necesidades sociales constituye el otra gran fin pri-
mario por el que se apuesta decididamente. En este caso,
conforme al artículo 148.1.3ª de la Constitución Española,
y a su homólogo en el Estatuto de Autonomía para
Cantabria, artículo 24, apartado 3, la Ley de Cantabria de
Modernización y Desarrollo Agrario reivindica, en línea de
principio, el alcance estructural que debe tener el espacio
rural en la ordenación integral del territorio de la
Comunidad, a los efectos de proscribir cualquier configu-
ración residual del mismo.

Por lo que concierne a los denominados fines conexos,
cabe señalar su función complementaria a través de los
restantes principios rectores que informan la política agra-
ria de la Comunidad. De esta forma, el desarrollo econó-
mico del sector ligado al equilibrio territorial de la
Comunidad Autónoma y a una efectiva realización interna
del principio de solidaridad, conforme al artículo 138.1 de
la Constitución Española, preside las principales medidas
de intervención pública previstas en la presente Ley.
Mientras que, por su parte, la racionalización de la explo-
tación agraria orientada a la protección del medio
ambiente, amén de revelar el carácter integrador de la
Norma, justifica gran parte de las medidas de fomento
diseñadas para la modernización de las explotaciones
agrarias.

No obstante, también conviene resaltar que la organiza-
ción competencial dispuesta en el Título preliminar queda
completa con la novedosa inclusión de dos valiosos ins-
trumentos técnicos en favor de la ordenación y coordina-
ción de la política agraria de la Comunidad: las Funciones
de Interés General Comunitario y las Directrices. Mediante
las primeras, conforme al Estatuto de Autonomía para
Cantabria y a su contenido material, se concreta la com-
petencia de la Comunidad Autónoma respecto de las fun-
ciones declaradas de interés general. Con las segundas,
y sin perjuicio de la autonomía de los municipios y demás
entidades locales en el ejercicio de sus propias funciones,
se favorece la consecución de la política agraria del
Gobierno de Cantabria a través de facultades de dirección
y armonización de competencias en cada sector de actua-
ción pública que incida o afecte a materias o servicios
integrados en las funciones declaradas de interés general.
Dichas Directrices, por otra parte, son objeto de una aca-
bada regulación a propósito de las relaciones interadmi-
nistrativas pertinentes a los criterios de ordenación territo-
rial del suelo rústico (Título III, Capítulo II, de la Ley).
Contemplándose, entre otros extremos, el ineludible deber
de información de los municipios y demás entidades loca-
les, así como las facultades que, en relación con los actos
o acuerdos, asisten al Gobierno de Cantabria, según la
gravedad de la competencia o el interés comunitario afec-
tado.

Como contrapunto necesario, los principios relativos a
la descentralización administrativa, colaboración y lealtad,
vienen reconocidos en el texto legal con sus expresiones
más amplias y garantistas.

B) Modernización. Con esta nota se pretende señalar el
loable esfuerzo de actualización llevado a cabo por la Ley
de Cantabria de Modernización y Desarrollo Agrario, tanto
en la previsión y tratamiento de los factores implicados en
los nuevos procesos de adaptación como en el plantea-
miento de las diferentes medidas de fomento e interven-
ción pública del sector agrario.

Así, con relación a las medidas de fomento, centradas
principalmente en la modernización de las explotaciones
agrarias (Título I, Capítulo II, de la Ley), y con arreglo a los
aspectos básicos y generales de la normativa estatal en la
materia, particularmente de los conceptos de agricultor
profesional y explotación agraria prioritaria de la Ley
19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explota-
ciones agrarias, se ha procedido, en primer término, a
mejorar el contenido expositivo diferenciando con claridad
los presupuestos socioeconómicos de los requisitos técni-
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cos y personales exigidos para las correspondientes ayu-
das, así como sus distintas clases y formas de constitu-
ción. En segundo término, la actualización ha comportado
una suerte de innovaciones sustentadas en el principio de
autonomía competencial en materia agraria, de las que
pueden destacarse las siguientes:

1. Se asumen las competencias previstas en los
supuestos de residencia y capacitación agraria.

2. Se flexibiliza el presupuesto socio-económico de la
explotación agraria prioritaria en razón de las rentabilida-
des medias de las explotaciones agrarias de la
Comunidad Autónoma, especialmente respecto de las
denominadas «explotaciones agrarias preferentes».

3. Se extiende la calificación de prioritaria para aquellas
explotaciones que por su ubicación relevante resulten de
especial importancia para la conservación del medio rural
y su entorno.

4. Se crea el Registro General de explotaciones agra-
rias preferentes y prioritarias, dependiente del Gobierno
de Cantabria a través de la Consejería de Ganadería,
Agricultura y Pesca, con un amplio objeto y elenco de fun-
ciones.

Respecto de las intervenciones públicas, previstas en el
Título tercero, bajo la rúbrica «De la actuación pública en
materia de ordenación territorial del suelo rústico y de la
propiedad agraria», al margen de establecer los criterios
generales de ordenación territorial, la Ley da paso a nue-
vos instrumentos de intervención, mejorando sensible-
mente los ya existentes. Entre los primeros, sobresale una
nueva hipótesis relativa a la permuta de fincas rústicas,
dado que tiene por objeto el recíproco cambio de titulari-
dades dominicales respecto de fincas o explotaciones
agrarias de carácter privativo de la Administración autonó-
mica y, en su caso, de los ayuntamientos y entidades loca-
les interesados. Todo ello, a través de un completo proce-
dimiento que garantiza los derechos de los particulares,
junto con la ampliación de las causas justificativas de utili-
dad pública e interés social respecto de hechos tan rele-
vantes para el desarrollo agrario como la realización de
obras públicas de interés general, al establecimiento de
industrias o empresas ligadas al proceso productivo o
comercial del sector, o la construcción de institutos agro-
nómicos. En las segundas, la Ley ha prestado una espe-
cial atención a la figura de la concentración parcelaria. En
esta dirección, por una parte, se han mejorado y comple-
tado determinados supuestos previstos insuficientemente
en la anterior Ley de Cantabria 4/1990, de 23 de marzo,
especialmente respecto al régimen de las ocupaciones
temporales, del destino de las fincas de desconocidos, o
de los compromisos derivados de los fondos de conserva-
ción de los caminos y obras realizadas. Por otra, se ha
modernizado su regulación a través del establecimiento
de unas medidas que se presentan totalmente necesarias
en el desenvolvimiento actual de este mecanismo de
intervención, y que son:

1. El deber de información del planeamiento urbanístico
existente en la zona de actuación.

2. La responsabilidad del alcalde o presidente de la enti-
dad local de que se trate por la autorización injustificada
de modificaciones urbanísticas no previstas en los traba-
jos y acuerdos para la fijación de las oportunas bases de
la concentración.

3. La obligatoriedad de proyectar la concentración par-
celaria en suelo rústico de protección agrícola.

No obstante, la innovación más llamativa en este apar-
tado ha consistido en la formulación de una nueva
variante de concentración parcelaria por explotaciones
que toma por referencia de la actuación a los titulares de
los derechos de explotación de la zona (arrendatarios,
aparceros y otros) y sus respectivas explotaciones agra-
rias, sin perjuicio de los derechos que asisten a los pro-
pietarios de las fincas.

C) Integración. Como se ha expuesto con anterioridad la
presente tarea legislativa se ha realizado desde su inicio
con una concepción global de la política agraria y sus fun-

damentos de modo que resultasen imbricadas todas las
perspectivas que inciden en la ordenación del sector agra-
rio y en su posible modernización. Pues bien, en aplica-
ción de este presupuesto la Ley de Cantabria de
Modernización y Desarrollo Agrario dedica íntegramente
su Título II a uno de los aspectos de mayor calado al res-
pecto, ejemplificando bajo la rúbrica «De la actividad agra-
ria y la conservación y defensa del medio ambiente y del
entorno rural».

Su regulación, de acuerdo con la legislación básica del
Estado, artículo 149.1, regla 23ª de la Constitución
Española, y conforme a la competencia recogida en el
artículo 148.1, regla 9ª, de la misma, y 25, apartado 7º,
del Estatuto de Autonomía para Cantabria, aparte de
establecer normas adicionales de protección, pretende el
fomento de la actividad agraria a través de su integración
en la defensa del medio ambiente. De esta forma, en la
Disposición General se puntualiza un reconocimiento de
capital trascendencia: La preservación de un medio
ambiente adecuado no sólo constituye un derecho indis-
pensable para el desarrollo integral de la persona sino
que, estrechamente relacionado con el principio de soli-
daridad, queda configurado como un principio rector de la
política agraria de la Comunidad. Este principio rector se
concreta en la asunción de los principios de integración de
los factores ambientales en dicha política agraria según se
recoge en el V Programa de Acción Comunitaria en mate-
ria de Medio Ambiente, con especial énfasis en la conser-
vación y en la biodiversidad y desarrollo sostenible. A par-
tir de esta manifestación, la Ley prevé todo un amplio
abanico de ayudas económicas y técnicas que tienen
como objetivos predominantes la adecuación de la activi-
dad agraria al medio ambiente y el correspondiente apro-
vechamiento racional de los recursos naturales.

Por su parte, las medidas de conservación y defensa
del entorno rural también merecen un juicio plenamente
favorable, sobre todo en atención a las innovaciones que
incorpora, entre otras:

1. La obligatoriedad de incluir la información relativa a
los valores ecológicos, paisajísticos y medioambientales
de las zonas afectadas por la realización de obras públi-
cas y procedimientos de concentración parcelaria.

2. La creación de los denominados «enclaves natura-
les», demanda vivamente sustentada por las asociacio-
nes ecologistas cuya realización sitúa a la Comunidad de
Cantabria entre las más avanzadas en la materia, dado
que se protegen los enclaves naturales situados en suelo
rústico productivo a través de su previa catalogación y con
las correspondientes ayudas económicas para los agricul-
tores afectados.

Todo ello, con la información precisa aportada por el
Mapa Regional Agrario.

III

Por último, dentro de esta faceta de integración, la Ley
de Cantabria de Modernización y Desarrollo Agrario tam-
bién se ha hecho eco de una importante demanda social
del sector consistente en la regulación de los aprovecha-
mientos de montes y pastos públicos o comunales. Al res-
pecto, y conforme a la legislación básica del Estado en
dicha materia, artículo 149.1, regla 23ª, así como a la apli-
cación del mandato constitucional del artículo 45.2, todo
ello en el marco de la competencia de la Comunidad dis-
puesta en el artículo 25.1 del Estatuto de Autonomía, la
presente Ley pretende dar una respuesta adecuada a los
problemas derivados de la intensificación de dichos apro-
vechamientos debidos, entre otras razones, al fomento y
ayudas comunitarias tendentes a ligar el ganado a la tie-
rra. Con la experiencia adquirida tras la vigencia de la Ley
de Cantabria 5/1990, de 26 de marzo, sobre pastos en los
montes de Cantabria, se ha operado una mejora aprecia-
ble en la descripción de los mecanismos técnicos tales
como los Planes de Aprovechamiento y Explotación de
Recursos, Planes Locales y Fondos de Mejora.
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IV

Especial mención merece la cuidada tipificación tanto
de los supuestos, como sus respectivos parámetros, que
adoptan tanto la ordenación del derecho de la Unión
Europea como los compromisos alcanzados por el Estado
o la Comunidad en su respectiva transposición, caso de la
Resolución de la Consejería de Ganadería, Agricultura y
Pesca, de 2 de abril de 1997, relativa al Código de
«Buenas Prácticas Agrarias», sin olvidar una adecuada
definición de los supuestos que dan lugar a las corres-
pondientes infracciones administrativas en materia de
aprovechamientos de montes y pastos.

Las sanciones, de acuerdo con las garantías dispuestas
en el ámbito de las normas de esta índole, se gradúan
conforme a la gravedad de las infracciones siguiendo los
criterios de razonabilidad y proporcionalidad en la tutela
de los fines perseguidos. Sin olvidar, empero, que la Ley
favorece la resolución de las controversias por medio del
procedimiento arbitral.

La regulación de las unidades mínimas de cultivo com-
pleta el alcance sistematizador que la presente Ley ofrece
como germen seguro del progreso del sector agrario en la
Comunidad de Cantabria.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y definiciones.

1. La Ley de Cantabria de Modernización y Desarrollo
Agrario, conforme a la organización territorial del Estado y
al desarrollo del sistema competencial, describe su objeto
en atención a los siguientes fines, funciones y principios
que vertebran e informan el ámbito de actuación pública
del sector desde las directrices socioeconómicas y cultu-
rales propias de la Comunidad de Cantabria.

2. A los efectos de la presente Ley se entiende por:
a) Conceptos relativos al marco competencial (Título

preliminar).
1º. Fines primarios: definen el objeto principal de la

regulación con arreglo a los criterios de competencia
material que determinan la capacidad legislativa de la
Comunidad de Cantabria en el sector agrario.

2º. Fines conexos: con arreglo al carácter sistemático
del marco competencial autonómico, complementan la
consecución de los fines primarios a través de su relación
competencial con otros criterios o sectores implicados
directamente en la modernización y desarrollo de la acti-
vidad agraria con el objetivo de alcanzar un desarrollo
sostenible.

3º. Funciones de interés general comunitario: respon-
den a criterios técnicos que colaboran en el desarrollo y
concreción de los criterios materiales de competencia
autonómica sobre el sector agrario.

4º. Directrices: responden a un instrumento técnico de
coordinación de la actuación pública de las entidades
locales que incida o afecte a materias o servicios integra-
dos en el marco competencial de las funciones declaradas
de interés general.

b) Conceptos relativos al fomento de las explotaciones
agrarias (Título I).

1º. Actividad agraria: el conjunto de trabajos que se
requiere para la obtención de productos agrícolas, gana-
deros y forestales. Asimismo, se considerará actividad
agraria la venta directa por parte del agricultor de la pro-
ducción propia sin transformación, dentro de los elemen-
tos que integren la explotación, en mercados municipales
o en lugares que no sean establecimientos comerciales
permanentes.

2º. Explotación agraria: el conjunto de bienes y dere-
chos organizados empresarialmente por su titular en el
ejercicio de la actividad agraria, primordialmente con fines

de mercado, y que constituye en sí misma una unidad téc-
nico-económica.

3º. Elementos de la explotación: los bienes inmuebles
de naturaleza rústica y cualesquiera otros que son objeto
de aprovechamiento agrario permanente; la vivienda con
dependencias agrarias; las construcciones e instalaciones
agrarias, incluso de naturaleza industrial, y los ganados,
máquinas y aperos, integrados en la explotación y afectos
a la misma, cuyo aprovechamiento y utilización corres-
ponden a su titular en régimen de propiedad, arrenda-
miento, derechos de uso y disfrute e incluso por mera tole-
rancia de su dueño. Asimismo, constituyen elementos de
la explotación todos los derechos y obligaciones que pue-
dan corresponder a su titular y se hallen afectos a la
explotación.

4º. Titular de la explotación: la persona física o jurídica
que ejerce la actividad agraria organizando los bienes y
derechos integrantes de la explotación con criterios
empresariales y asumiendo los riesgos y responsabilida-
des civil, social y fiscal que puedan derivarse de la gestión
de la explotación.

5º. Agricultor profesional: la persona física que, siendo
titular de una explotación agraria, al menos el cincuenta
por ciento de su renta total la obtenga de actividades agra-
rias u otras actividades complementarias, siempre y
cuando la parte de renta procedente directamente de la
actividad agraria realizada en su explotación no sea infe-
rior al veinticinco por ciento de su renta total y el tiempo de
trabajo dedicado a actividades agrarias o complementa-
rias sea superior a la mitad de su tiempo de trabajo total.

6º. Actividades complementarias: la participación y pre-
sencia del titular, como consecuencia de elección pública,
en Instituciones de carácter representativo, así como en
órganos de representación de carácter sindical, coopera-
tivo o profesional, siempre que éstos se hallen vinculados
al sector agrario, las de transformación y venta directa de
los productos de la explotación y las relacionadas con la
conservación del espacio natural y protección del medio
ambiente, al igual que las turísticas, cinegéticas y artesa-
nales realizadas en su explotación.

7º. Agricultor a título principal: el agricultor profesional
que obtenga al menos el cincuenta por ciento de su renta
total de la actividad agraria ejercida en su explotación y
cuyo tiempo de trabajo dedicado a actividades no relacio-
nadas con la explotación sea inferior a la mitad de su
tiempo de trabajo total.

8º. Cultivador personal: el agricultor que lleva la explota-
ción agraria personalmente, o con la ayuda de familiares
que con él conviven, sin utilizar asalariados más que cir-
cunstancialmente, por exigencias estacionales de la
explotación agraria. No se pierde tal condición aunque se
utilicen uno o dos asalariados en caso de enfermedad
sobrevenida o de otra justa causa que impida continuar el
cultivo personal.

9º. Agricultor joven: la persona que haya cumplido los
dieciocho años y no haya cumplido cuarenta años y ejerza
o pretenda ejercer la actividad agraria.

10º. Pequeño agricultor: el agricultor a título principal cuya
explotación agraria no supere doce (12) unidades de dimen-
sión europea (UDEs) y cuya renta total sea igual o inferior al
setenta y cinco por ciento de la renta de referencia.

11º. Agricultor a tiempo parcial: la persona física que,
siendo titular de una explotación agraria, dedica a activi-
dades agrarias en la misma, no menos de la quinta parte
ni más de la mitad de su tiempo total de trabajo.

12º. Unidad de trabajo agrario: el trabajo efectuado por
una persona dedicada a tiempo completo durante un año
a la actividad agraria.

13º. Renta unitaria de trabajo: el rendimiento económico
generado en la explotación agraria que se atribuye a la
unidad de trabajo y que se obtiene dividiendo entre el
número de unidades de trabajo agrario dedicadas a la
explotación, la cifra resultante de sumar el margen neto o
excedente neto de explotación y el importe de los salarios
pagados.
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14º. Renta de referencias: indicador relativo a los sala-
rios brutos no agrarios en España. La determinación anual
de su cuantía se hará en concordancia con lo previsto al
respecto en la normativa de la Unión Europea y teniendo
en cuenta los datos de salarios publicados por el Instituto
Nacional de Estadística.

15º. Renta integral: el conjunto o la suma de rentas que
perciba el agricultor profesional, con independencia de la
clase de actividad económica que las genere, sea agraria
o distinta.

16º. Explotación agraria prioritaria: la explotación agra-
ria que posibilita un mínimo de ocupación laboral equiva-
lente a una unidad de trabajo agrario, y cuya renta de tra-
bajo obtenida es igual o superior al treinta y cinco por
ciento de la renta de referencia, e inferior al ciento veinti-
cinco por ciento de ésta. Asimismo, el titular de la explota-
ción podrá realizar su actividad agraria en concepto de
agricultor profesional.

17º. Explotación agraria de carácter singular: la explota-
ción agraria que, por su ubicación, resulta de especial
importancia para la conservación del medio rural y su
entorno. A tales efectos, bastará con que la renta unitaria
de trabajo no sea inferior al treinta por ciento de la renta
de referencia y que el titular de la explotación realice su
actividad agraria en concepto de cultivador personal.

18º. Explotación agraria preferente: aquella cuyo presu-
puesto socioeconómico posibilite un mínimo de ocupación
laboral equivalente a una de trabajo, y cuya renta no sea
superior al ciento cincuenta por ciento de la renta de refe-
rencia. Asimismo, el titular de la explotación podrá realizar
su actividad agraria en concepto de agricultor profesional.

19º. Registro de explotaciones: Registro público y de
naturaleza meramente declarativa que tiene por objeto la
inscripción de las fincas, títulos y derechos de explotación
en los que se sustente materialmente la calificación de
prioritaria o preferente de una explotación agraria.

c) Conceptos relativos a la actuación pública en materia
de ordenación territorial de suelo rústico y de la propiedad
agraria (Título III).

1º. Permutas forzosas de fincas rústicas: instrumento de
intervención pública que, de acuerdo con legítimas razo-
nes de utilidad pública o interés social, tiene por objeto el
recíproco cambio de titularidades dominicales entre fincas
rústicas o explotaciones agrarias de carácter privativo de
la Administración Autonómica o, en su caso, del
ayuntamiento o entidad local interesada, y las correspon-
dientes a los propietarios de las fincas o titulares del dere-
cho objeto de permuta forzosa.

2º. Concentración por explotaciones agrarias: una forma
o modalidad de concentración parcelaria que tiene la
peculiaridad de fijar las Bases de la concentración en
atención a las parcelas que formen unitariamente una
explotación agraria, aún cuando dichas parcelas corres-
pondan a distintas propietarios.

d) Unidades mínimas de cultivo (Título VI).
- Unidad tipo de aprovechamiento: aquella cuya base

territorial sea suficiente para dar ocupación efectiva a su
titular y cuyo margen objeto de la explotación sea igual o
superior a la renta de referencia.

Artículo 2. Fines de la Ley.

1. Con base en la concreción constitucional del principio
sustantivo de autonomía competencial en materia agraria,
y a su correlato en el orden instrumental derivado de la
autonomía presupuestaria y financiera, la presente Ley
determina su objeto en la consecución de los fines que a
continuación se expresan y ordenan.

2. Fines primarios:
a) El establecimiento de una política agraria propia de la

Comunidad Autónoma que siente como principios básicos
de su ordenación la creación y el fomento de explotacio-
nes agrarias rentables, de acuerdo con los parámetros de
productividad, calidad y diversificación de la actividad
agraria.

b) La renovación funcional del espacio rural como ele-
mento estructural en la ordenación integral del territorio
comunitario, según sus condiciones, fines o destinos ade-
cuados a las nuevas demandas y necesidades sociales.

3. Fines conexos:
a) El fomento del desarrollo económico del sector ligado

al equilibrio territorial de la Comunidad Autónoma y a una
efectiva realización interna del principio de solidaridad.

b) La racionalización de la explotación agraria y mejora
de la protección del medio ambiente, conforme a las cir-
cunstancias y características del patrimonio y de los recur-
sos naturales de la Comunidad.

Artículo 3. Interés general comunitario.

1. En virtud de las disposiciones del Estatuto de
Autonomía para Cantabria y sin menoscabo de la compe-
tencia sobre las demás funciones y servicios públicos asu-
midas estatutariamente, o incorporadas mediante el
correspondiente proceso de transferencia, se declaran de
interés general comunitario las siguientes funciones:

a) Ordenación territorial del suelo rústico relativo a su
función productiva agrícola, ganadera o forestal, a las
posibilidades de explotación racional de los recursos natu-
rales, y a la promoción de sus medios paisajísticos, cultu-
rales o de ocio. Elaboración de los planes e instrumentos
de ordenación necesarios para un adecuado urbanismo
en consonancia con los usos y actividades a que deba
destinarse prioritariamente el suelo afectado.

b) Realización de obras públicas de interés general
comunitario para el desarrollo y ordenación del sector
agrario.

c) Capacitación y formación agraria. Sanidad e higiene
animal. Asistencia, bienestar y servicios sociales. Calidad
de los productos agroalimentarios.

d) Fomento y protección de la industria y comercializa-
ción del sector agrario. En especial de la ganadería y sus
productos derivados, con especial atención a los procesos
y producciones de índole artesanal. Organización de con-
cursos, exposiciones, ferias y mercados que excedan del
ámbito local.

e) Promoción de empresas, fundaciones y otras organi-
zaciones cuya actividad dentro del sector agrario resulte
relevante o de especial importancia para el desarrollo eco-
nómico y tecnológico de la Comunidad.

f) Creación de centros y establecimientos para la difu-
sión de la cultura regional. Institutos de investigación agro-
nómicos. Conservación de monumentos y lugares artísti-
cos, históricos o singulares. Promoción del deporte y el
ocio rural, así como la potenciación del agroturismo.

g) Dirección y gestión de fincas rústicas y explotaciones
agrícolas de titularidad directa o participadas mayoritaria-
mente por la Administración, que interesen o afecten a
funciones o tareas implícitas en el orden competencial de
la política agraria de la Comunidad.

h) Instituciones de crédito popular y de seguros agra-
rios. Fomento de explotaciones asociativas de carácter
social o laboral del sector agrario, especialmente coope-
rativas y asociaciones de productores en sus diversos gra-
dos.

i) Cooperación y asistencia jurídica, económica y téc-
nica a los municipios. Planes provinciales de obras y
servicios en el ámbito agrario.

j) Cualesquiera otras que se determinen de acuerdo con
lo establecido en el marco de la Constitución, del Estatuto
de Autonomía, y de la correspondiente legislación de
desarrollo estatal o autonómica.

2. A la Comunidad Autónoma de Cantabria, a los efec-
tos de lo dispuesto en el apartado anterior, y sin detri-
mento de la defensa de los intereses peculiares de las
entidades locales, le corresponde la competencia exclu-
siva sobre las materias y funciones señaladas, la cual
será ejercida en los términos dispuestos en la
Constitución, el Estatuto de Autonomía y el resto de nor-
mativa de desarrollo estatal o autonómica.
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Artículo 4. Principios.

1. Dentro de los límites y condiciones establecidas por
la legislación vigente, y sin perjuicio de la autonomía de
los municipios y demás entidades locales en el ejercicio
de sus funciones propias, el Gobierno de Cantabria podrá
establecer, a través del procedimiento oportuno, las direc-
trices que presiden la armonización de competencias en
cada sector de la acción pública que incida o afecte a
materias o servicios integrados en las funciones declara-
das de interés general para la Comunidad Autónoma de
Cantabria.

2. Las directrices, en orden al fomento del desarrollo
integral de la Comunidad Autónoma, informarán y coordi-
narán la correspondiente actuación pública de las entida-
des locales de acuerdo a los planes y objetivos marcados
por la política agraria de la Comunidad. Para ello, deberán
contener los criterios generales de intervención pública y
social, sus objetivos y prioridades y, en su caso, los instru-
mentos orgánicos y funcionales de coordinación adecua-
dos a la naturaleza de la función de que se trate.

En aras al debido cumplimiento de las obligaciones y
tareas derivadas, el Gobierno de Cantabria, ya directa-
mente, o bien, a través de las respectivas Consejerías,
podrá recabar de las entidades locales toda la información
precisa que considere necesaria y ejecutar cuantas com-
probaciones considere oportunas.

3. En las directrices de coordinación, en pro de una efi-
caz desconcentración, se podrá atribuir a los distintos
órganos de la Administración de la Comunidad de
Cantabria el ejercicio de las competencias que de ellas
dimanen.

4. La inobservancia o contravención de los criterios,
reglas y procedimientos técnicos previstos en dichas
directrices, sin entrañar ningún efectivo control adminis-
trativo de legalidad, comportará la adopción de las medi-
das necesarias para su cumplimiento según las disposi-
ciones de la presente Ley.

5. La Comunidad Autónoma de Cantabria, de acuerdo
con los principios de eficacia y descentralización, podrá
transferir y delegar a las entidades locales el ejercicio de
funciones o servicios de interés general comunitario, de
conformidad con las normas dispuestas en la legislación
básica del Estado y en el marco de una futura ley regula-
dora de sus respectivas relaciones. Asimismo, potenciará
la cooperación entre la Administración de la Comunidad y
las entidades locales mediante la celebración de
Convenios de colaboración que mejoren la prestación de
servicios o redunden en el desarrollo de las directrices
establecidas.

Artículo 5. Principios de cooperación y auxilio
interadministrativo.

En aplicación de los principios de cooperación y auxilio
que informan el funcionamiento y la estructura del modelo
de organización territorial implantado por la Constitución,
la Administración de l a Comunidad Autónoma y el Estado
ajustarán sus relaciones, especialmente en los supuestos
de acción conjunta o de coordinación, conforme a los prin-
cipios de cooperación, lealtad, colaboración, información
mutua y recíproco auxilio, con pleno respeto a los ámbitos
competenciales respectivos.

Sin perjuicio del recurso a otras técnicas de coopera-
ción, y en el orden instrumental derivado de una suficiente
dotación presupuestaria, la Comunidad Autónoma y el
Estado celebrarán el correspondiente Convenio de parti-
cipación o colaboración para la cobertura y financiación
de las medidas de fomento y desarrollo agrario previstas
en la presente Ley, todo ello dentro del marco de la nor-
mativa en materia de ayudas dictada por la Unión
Europea.

TÍTULO I

Del fomento de las explotaciones agrarias

Capítulo I

Disposición general

Artículo 6. Configuración.

En el marco de esta Ley, conforme a la normativa de la
Unión Europea y a las directrices del sistema económico,
el fomento público de las explotaciones agrarias se llevará
a cabo con sujeción a los fines y parámetros expuestos,
especialmente en orden a su peculiar función productiva
en la Comunidad y a la conservación del medio rural y del
medio natural. A estos efectos, la determinación de las
explotaciones agrarias susceptibles de las medidas de
promoción o fomento deberá ajustarse a la respectiva cali-
ficación de explotación agraria prioritaria o preferente.

CAPÍTULO II

De las explotaciones agrarias prioritarias

Sección 1ª

Definición

Artículo 7. Determinación.

Con arreglo a los aspectos básicos y generales de la
Legislación estatal en la materia, particularmente de los
contemplados en la Ley 19/1995, de 4 de julio, sobre
modernización de las explotaciones agrarias, la determi-
nación del carácter prioritario de la explotación se reali-
zará con base en los siguientes criterios.

a) Para la consideración de la calificación de prioritaria
la explotación agraria debe posibilitar un mínimo de ocu-
pación laboral equivalente a una unidad de trabajo agra-
rio. A su vez, la renta unitaria de trabajo que se obtenga
de la misma debe ser igual o superior al treinta y cinco por
ciento de la renta de referencia, e inferior al ciento veinti-
cinco por ciento de ésta. Asimismo, el titular de la explota-
ción podrá realizar su actividad agraria en concepto de
agricultor profesional.

b) El titular de la explotación agraria, ya sea su propie-
tario o el titular del derecho de explotación, deberá reunir
las siguientes requisitos técnicos:

1º. Poseer suficientes conocimientos en materia agraria.
Para lo cual la Comunidad Autónoma establecerá el perti-
nente nivel de capacitación agraria exigible, de acuerdo
con los criterios de experiencia profesional y de formación
lectiva que se estimen necesarios y oportunos.

2º. Estar dado de alta en el régimen especial agrario de
la Seguridad Social, o en el régimen especial de trabaja-
dores por cuenta propia en función de su actividad agra-
ria. En caso contrario, los agricultores profesionales debe-
rán cumplir los requisitos indicativos de su profesionalidad
agraria establecido a tales efectos por la Comunidad
Autónoma.

c) El titular de la explotación agraria deberá contar con
los siguientes requisitos personales:

1º. Tener cumplidos dieciocho años y no exceder de
sesenta y cinco.

2º. Tener fijada su residencia en la comarca en donde
radique la explotación agraria prioritaria, o bien en las
comarcas limítrofes, según la ordenación establecida por
la Legislación autonómica sobre organización territorial.

No obstante, a juicio del órgano correspondiente de la
Administración autonómica, dicho requisito de residencia
no será exigible cuando se acrediten y justifiquen conve-
nientemente las causas y circunstancias que aboguen
para su exención.
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Artículo 8. Explotación agraria prioritaria de
carácter singular.

1. Sin perjuicio de la determinación expuesta en el
artículo anterior, también serán susceptibles de califica-
ción prioritaria aquellas explotaciones agrarias que por su
ubicación relevante resulten de especial importancia para
la conservación del medio rural y su entorno. A tales efec-
tos, bastará con que la renta unitaria de trabajo no sea
inferior al treinta por ciento de la renta de referencia, y que
el titular de la explotación realice su actividad agraria en
concepto de cultivador personal.

La delimitación de las zonas relevantes se realizará
conforme a las indicaciones suministradas por el Mapa
Agrario Regional de la Comunidad Autónoma de
Cantabria.

2. En todo caso, siempre y cuando la renta unitaria de
trabajo no exceda del ciento treinta por ciento de la renta
de referencia, tendrán la consideración de explotaciones
prioritarias las comprendidas en los siguientes supuestos:

a) Las explotaciones familiares o de titularidad individual
localizadas en zonas de montaña, siempre que su titular
sea agricultor profesional.

b) Las explotaciones de naturaleza asociativa situadas
en zonas de montaña cuando la mayoría de los socios
sean agricultores profesionales.

En ambos casos, se estará a los requisitos complemen-
tarios establecidos al respecto por la normativa autonó-
mica.

Sección 2ª

Clases

Artículo 9. Clases.

A los efectos de esta Ley, y al margen del ejercicio de
los derechos y deberes inherentes al título de propiedad
de la finca objeto de explotación o, en su caso, al título del
derecho de explotación, la titularidad de la explotación
agraria prioritaria en virtud de su forma de constitución y
su modo de gestión podrá responder a una naturaleza
familiar o individual y asociativa. En cualquier caso, debe-
rán cumplir los presupuestos y requisitos exigidos para su
determinación.

Artículo 10. Explotación agraria prioritaria de carác-
ter familiar o de titularidad individual.

1. Aquellas explotaciones agrarias en donde el desem-
peño de la ocupación y la renta unitaria de trabajo deri-
vada de la actividad agraria corresponden fundamental-
mente a la persona física titular de la explotación y, en su
caso, a los familiares que con él convivan.

2. En caso de matrimonio, o de convivencia de hecho
legalmente acreditada, la titularidad de la explotación
podrá ostentarse indistintamente por ambos cónyuges o
convivientes, siempre y cuando uno de ellos reúna los
requisitos indicados para la determinación de la explota-
ción agraria prioritaria.

3. La explotación agraria que pertenezca a una comuni-
dad hereditaria podrá acceder a la consideración de prio-
ritaria cuando se den las siguientes condiciones:

a) Que la explotación y al menos uno de los partícipes
en la comunidad cumplan con los presupuestos y requisi-
tos exigidos para su determinación como tal.

b) Que exista pacto de indivisión por un período mínimo
de seis años, contado a partir de la fecha de la calificación
de la explotación como prioritaria.

4. La comunidad de bienes representativa de una explo-
tación agraria podrá acceder a la consideración de priori-
taria cuando cumpla las condiciones señaladas en iguales
términos que el apartado anterior.

Artículo 11. Explotación agraria prioritaria de
carácter asociativo.

1. Aquellas explotaciones agrarias cuya titularidad deri-
vada de su forma de constitución corresponda a una enti-
dad que ostente personalidad jurídica.

2. Las explotaciones asociativas prioritarias deberán
adoptar alguna de las siguientes formas jurídicas:

a) Cooperativas, que pueden ser de explotación comu-
nitaria de la tierra, de trabajo asociado o agrarias.

b) Sociedades agrarias de transformación
c) Sociedades civiles y mercantiles, inclusive las agru-

paciones de interés económico y las uniones temporales
de empresas.

También tendrá la consideración de explotación asocia-
tiva la que se constituya, según las formas descritas, agru-
pando al menos dos terceras partes de la superficie de la
explotación bajo una sola linde, sin que la superficie apor-
tada por un solo socio supere el cuarenta por ciento de la
superficie total de la explotación. En estos casos, al
menos un socio debe ser agricultor a título principal y
cumplir los presupuestos socioeconómicos exigidos para
la determinación del carácter prioritario de la explotación.

3. Salvo la sociedad cooperativa de explotación comuni-
taria de la tierra o de trabajo asociado dentro de la activi-
dad agraria, las restantes explotaciones asociativas debe-
rán cumplir alguno de los dos requisitos señalados a
continuación:

a) Que al menos el cincuenta por ciento de los socios
sean agricultores profesionales.

b) Que los dos tercios de los socios que sean respon-
sables de la gestión y administración cumplan los presu-
puestos socioeconómicos, técnicos y personales exigidos
para la determinación de la calificación de prioritaria.

4. En caso de que la explotación asociativa adopte la
forma de sociedad comanditaria por acciones o sociedad
anónima o limitada, las acciones deberán ser nominativas,
siempre que más del cincuenta por ciento del capital
social pertenezca a socios que tengan la condición de
agricultores profesionales. Estas sociedades tendrán por
objeto social exclusivo el ejercicio de la actividad agraria
en la explotación de la que sean titulares.

Sección 3ª

Del derecho de preferencia y ayudas

Artículo 12. Derecho de preferencia.

1. En la concesión de las medidas de fomento público
las explotaciones agrarias prioritarias gozarán de un dere-
cho preferente en los siguientes supuestos:

a) En la adjudicación de superficies agrarias realizada
por las Administraciones públicas.

b) En las contrataciones de seguros agrarios subven-
cionadas con fondos públicos.

c) En el acceso a las actividades formativas organiza-
das o financiadas por las Administraciones públicas para
mejorar la cualificación profesional de los agricultores.

d) En la concesión de las ayudas establecidas para la
mejora de las estructuras agrarias de producción, sin per-
juicio de lo dispuesto por la normativa comunitaria. A estos
efectos se podrán establecer criterios de modulación en
función de la dedicación y la renta de los titulares, así
como de la ubicación de las explotaciones.

e) En las ayudas incluidas en los programas de ordena-
ción de producciones agrarias o de ámbito territorial espe-
cífico, siempre que ello sea compatible con las finalidades
de dichos programas.

f) En la asignación de las cuotas o derechos integrados
en las reservas nacionales, constituidas en aplicación o
desarrollo de la normativa reguladora de las correspon-
dientes organizaciones comunes de mercado, siempre en
concordancia con las condiciones establecidas, al efecto,
en dichas normas.
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2. La Comunidad Autónoma determinará, en su caso,
los criterios de prelación en los supuestos en que concu-
rra una pluralidad de explotaciones asociativas de carác-
ter prioritario.

3. Los anteriores supuestos de preferencia estarán con-
dicionados a que la explotación no pierda la condición de
prioritaria por la aplicación de las medidas consideradas
en el apartado 1 y se harán extensivas a los titulares de
explotaciones que, mediante la aplicación de estas medi-
das, alcancen la calificación de prioritarias.

Artículo 13. Ayudas.

Las explotaciones agrarias prioritarias gozarán también
de las ayudas y beneficios fiscales contemplados en la
Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explo-
taciones agrarias y en el resto de normativa vigente, así
como de las medidas complementarias contempladas en
las disposiciones de desarrollo.

CAPÍTULO III

De las explotaciones agrarias preferentes

Sección 1ª

Definición

Artículo 14. Determinación.

La calificación de explotación agraria preferente, aparte
de los requisitos técnicos y personales expuestos con
anterioridad, requerirá que el presupuesto socioeconó-
mico posibilite un mínimo de ocupación laboral equiva-
lente a una unidad de trabajo, y que la renta unitaria del
trabajo que se obtenga de la misma no sea superior al
ciento cincuenta por ciento de la renta de referencia.
Asimismo, el titular de la explotación podrá realizar su acti-
vidad agraria en concepto de agricultor profesional.

Sección 2ª

Clases

Artículo 15. Constitución de las explotaciones
agrarias de carácter preferente.

1. Las explotaciones agrarias de carácter preferente
podrán constituirse y gestionarse conforme a las formas
legalmente admitidas para las explotaciones agrarias prio-
ritarias.

2. Cuando la titularidad derivada de su forma de consti-
tución responda a una entidad que ostente personalidad
jurídica, salvo los supuestos de sociedad cooperativa de
explotación comunitaria de la tierra o de trabajo asociado
dentro de la actividad agraria, la explotación deberá cum-
plir alguno de estos dos requisitos:

a) Que al menos el cincuenta por ciento de los socios
sean agricultores a título principal.

b) Que los dos tercios de los socios que sean respon-
sables de la gestión y administración cumplan los presu-
puestos socioeconómicos, técnicos y personales exigidos
para la determinación de la calificación de preferente.

c) En el caso de que la explotación asociativa adopte la
forma de sociedad comanditaria por acciones o sociedad
anónima, las correspondientes acciones deberán ser
nominativas, siempre que más del cincuenta por ciento
del capital social pertenezca a socios que tengan la con-
dición de agricultores a título principal.

A su vez, estas sociedades tendrán por objeto social
exclusivo el ejercicio de la actividad agraria en la explota-
ción que sean titulares.

Sección 3ª

De las ayudas

Artículo 16. Fondos y programas.

1. El Gobierno de Cantabria, con arreglo a su capacidad
presupuestaria y financiera, y dentro de la normativa dic-
tada por la Unión Europea, habilitará los fondos necesa-
rios para llevar a cabo las correspondientes medidas de
fomento de las explotaciones agrarias preferentes.

2. La aplicación de estos fondos, a instancia de las
Consejerías interesadas, vendrá definida en los pertinen-
tes programas de actuación en donde se concretarán los
objetivos y elementos básicos y estructurales de las técni-
cas de incentivación agraria establecidas, así como su
gestión y fases de ejecución.

Su dotación, conforme a la legislación presupuestaria,
podrá establecerse para períodos que comprendan más
de un ejercicio económico.

3. Al margen de otras posibles medidas concretas en
consonancia con la política agraria de la Comunidad, los
objetivos predominantes de los respectivos Programas
quedarán establecidos en orden a las siguientes actuacio-
nes, principalmente:

a) Renovación y mejora de bienes y equipamiento de
las explotaciones agrarias.

b) Inversión tecnológica y medioambiental conexa al
proceso productivo y al aprovechamiento de los recursos
naturales.

c) Diversificación de la actividad agraria y fomento del
proceso de comercialización de los productos agropecua-
rios.

d) Conservación del medio rural y de su entorno.
e) Defensa de la explotación agraria familiar y de su inci-

dencia en la estructura socioeconómica del sector.
f) Promoción de la calidad alimentaria de los productos

regionales.

CAPÍTULO IV

Del registro de explotaciones agrarias prioritarias y
preferentes

Artículo 17. Creación y objeto.

1. El Gobierno de Cantabria, a través de la Consejería
de Ganadería, Agricultura y Pesca, creará el Registro
General de Explotaciones Agrarias Prioritarias y
Preferentes, en el cual se integrará el Catálogo Regional
de Explotaciones Prioritarias.

2. Dicho Registro, de carácter público y de naturaleza
meramente declarativa, tendrá por objeto directo la ins-
cripción de las fincas, títulos y derechos de explotación en
los que se sustente materialmente la calificación de priori-
taria o preferente de la explotación agraria.

También podrán tener acceso a su información los
actos y negocios jurídicos que presenten una incidencia
relevante en su calificación, así como las demás circuns-
tancias y aspectos que sean de interés para la confección
del censo de explotaciones agrarias de carácter prioritario
y preferente.

3. El Registro General desempeñará las siguientes fun-
ciones:

a) La publicidad formal derivada de su función registral.
En este sentido, a instancia de interés legítimo, el Registro
facilitará la información precisa acerca de las fincas, dere-
chos y títulos relativos a las explotaciones agrarias de
carácter prioritario y preferente.

b) El libramiento de las correspondientes certificaciones
como medios de prueba idóneos para la acreditación del
carácter prioritario y preferente de la explotación.

c) El auxilio instrumental pertinente para la confección
del censo de explotaciones agrarias prioritarias y prefe-
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rentes de la Comunidad, así como para la elaboración de
los estudios estadísticos y de investigación que se reali-
cen.

d) La comunicación al Ministerio de Agricultura, Pesca y
Alimentación del catálogo de explotaciones agrarias que
tengan la condición de prioritarias.

4. Los titulares de las explotaciones agrarias prioritarias
y preferentes y, en su caso, los que tengan un interés legí-
timo en las mismas, deberán comunicar a la Consejería
de Ganadería, Agricultura y Pesca los cambios y circuns-
tancias producidos que pudieran afectar a la condición o
gestión de las explotaciones agrarias de carácter priorita-
rio y preferente.

TÍTULO II

De la actividad agraria y la conservación y defensa
del Medio Ambiente y del entorno Rural

Capítulo I

Disposición general

Artículo 18. Derecho a un medio ambiente
adecuado.

1. Conforme a la declaración de fines que delimitan el
objeto de la presente Ley, la preservación de un medio
ambiente adecuado no sólo constituye un derecho indis-
pensable para el desarrollo integral de la persona, sino
que, estrechamente relacionado con el principio de soli-
daridad, viene configurado como un principio rector de la
política agraria de la Comunidad orientada según criterios
de sostenibilidad.

2. El Gobierno de Cantabria, de acuerdo con la legisla-
ción básica del Estado, garantiza la aplicación directa del
principio y su plena eficacia a través del establecimiento
de los medios adecuados para mejorar el nivel de protec-
ción del medio ambiente, según las características y pecu-
liaridades de la riqueza y el patrimonio natural de la
Comunidad.

Capítulo II

De las explotaciones agrarias y el aprovechamiento
racional de los recursos naturales

Artículo 19. Definición, fomento y control.

1. Los titulares de las explotaciones agrarias y, en su
caso, de los respectivos derechos de explotación, así
como sus auxiliares y dependientes tienen el deber inex-
cusable de organizar la actividad agraria conforme a un
aprovechamiento racional y conservación de los recursos
disponibles en aguas y tierras de suelo rústico. En conse-
cuencia, deberán emplear las técnicas adecuadas a
dichos fines junto a una utilización correcta de estos recur-
sos.

La Ley no ampara el ejercicio antisocial e insolidario del
derecho de explotación agraria que infrinja o vulnere el
principio de preservación de un medio ambiente ade-
cuado.

2. El Gobierno de Cantabria, de acuerdo al interés
social de estos recursos, estimulará su correcta utilización
y el empleo del nivel técnico más adecuado.

3. En el marco de los Decretos que desarrollen y com-
plementen las medidas de fomento y desarrollo agrario
previstas en la presente Ley, y en consonancia con los
objetivos predominantes relativos a la inversión tecnoló-
gica y medio ambiental y a la conservación del medio rural
y de su entorno, se establecerá las pertinentes ayudas de
contenido económico, así como su respectiva modalidad
o técnica de incentivación.

La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca será
la encargada de prestar la ayuda técnica necesaria en

orden a la realización de los citados objetivos predomi-
nantes. Dichas ayudas consistirán en el estudio de los
proyectos presentados por los interesados y, en su caso,
en la redacción de los mismos por los servicios técnicos
de la Consejería, y en la supervisión de su correspon-
diente ejecución.

4. Conforme a los programas de actuación en donde se
definen los elementos básicos y estructurales de estas
ayudas, los beneficiarios deberán informar a la Consejería
de cuantos extremos se consideren oportunos para eva-
luar la buena marcha y ejecución de los proyectos admiti-
dos.

En todo caso, serán causa de reducción o pérdida de
las ayudas concedidas:

a) El retraso injustificado del comienzo de las obras.
b) La mora deliberada o negligente en la terminación de

la obra.
c) La alteración, sin la preceptiva autorización, de los

elementos esenciales o característicos del proyecto.
d) El incumplimiento de las obligaciones que se esta-

blezcan para cada modalidad de ayuda.

Capítulo III

De la conservación y defensa del entorno Rural

Artículo 20. Declaración.

1. Con arreglo a los fines que delimitan el objeto de la
presente Ley, la protección del medio rural, con pleno res-
peto a los valores ecológicos, paisajísticos y culturales
que atesora, no sólo constituye un elemento estructural de
la ordenación integral del territorio, sino que representa un
principio rector de la política agraria de la Comunidad.

La Comunidad de Cantabria, en línea con el anterior
reconocimiento y con la salvaguarda de dicho fin en otros
ámbitos de la Ley, refuerza el nivel de protección del
entorno rural con el establecimiento de las medidas espe-
cíficas que se contemplan en el presente Capítulo.

2. Respecto de los lugares culturales, y especialmente
los paisajes culturales, y sin perjuicio de lo dispuesto en el
presente Capítulo, deberá estarse a lo regulado en la Ley
de Cantabria 11/1998, de 13 de octubre, de Patrimonio
Cultural. Igualmente, y a estos efectos, en la Comisión
Técnica de Patrimonio Etnográfico y Paisaje, existirá al
menos un representante designado por la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca.

Artículo 21. Obras públicas.

La planificación de obras públicas y mejoras territoriales
instadas por los entes competentes para la ordenación y
desarrollo del sector agrario, deberá contar con el informe
preceptivo acerca de la importancia de los valores ecoló-
gicos, paisajísticos y medio ambientales del entorno rús-
tico afectado. Cuando del estudio se infiera un elevado
riesgo de transformación o alteración de los anteriores
valores, su incidencia deberá concretarse en el corres-
pondiente procedimiento de evaluación del impacto
ambiental, a tenor de lo dispuesto en la normativa y legis-
lación específica vigente.

En todo caso, admitido su impacto positivo, el proyecto
deberá ejecutarse respetando al máximo el entorno rural
existente.

Artículo 22. Concentración parcelaria.

1. Iniciado el procedimiento de concentración parcela-
ria, la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, auxi-
liada por las respectivas Comisiones locales, elaborará un
estudio técnico previo de la zona afectada en donde, ade-
más de otros extremos pertinentes para el desarrollo de la
concentración tales como la valoración de las necesida-
des y utilidades que satisfaga o reporte la actuación para
los agricultores, se informará de la importancia de sus
valores ecológicos, paisajísticos y medio ambientales.
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2. Conforme a las conclusiones del estudio aludido en el
apartado anterior, si la actuación presenta una incidencia
significativa para la transformación o alteración de los
anteriores valores, la Norma por la que se acuerde la con-
centración parcelaria deberá contemplar entre sus pro-
nunciamientos el relativo a la redacción del correspon-
diente proyecto de conservación del medio natural.

En todo caso, en lo que se refiere a la evaluación del
impacto ambiental, se estará a lo que establezca la nor-
mativa en vigor.

3. Dicho proyecto, del cual se dará comunicación o tras-
lado a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del
Territorio, formará parte de la elaboración de las Bases de
la concentración parcelaria. Firmes éstas, el proyecto de
conservación quedará integrado en el Proyecto y Acuerdo
de concentración, figurando como anexo al mismo.

A tales efectos, si fuera necesario, en el proyecto de
concentración quedarán determinadas las fincas que
hayan de servir de base territorial para la realización del
proyecto de conservación del medio natural de la zona.
Del mismo modo, se incorporarán al proyecto las obras a
realizar por dicho concepto, así como su respectiva cuan-
tificación.

Artículo 23. Protección de enclaves naturales.

1. El Gobierno de Cantabria, en orden a la importancia
creciente del medio rural y de su entorno, y sin perjuicio
de la legislación básica del Estado y de la específica de la
Comunidad al respecto, fomentará la conservación y man-
tenimiento de los denominados enclaves naturales.

2. A los efectos de esta Ley, y conforme a los datos
suministrados por el Mapa Agrario de la Comunidad
Autónoma de Cantabria, tendrán la consideración de
enclaves naturales las superficies cubiertas de especies
arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, ya de ori-
gen natural o procedentes de siembra o plantación, que
estando ubicadas en el suelo rústico productivo de una
explotación agraria cumplan, o puedan cumplir, funciones
ecológicas, paisajísticas o medio ambientales, ligadas a la
conservación del medio rural y de su entorno.

3. El Gobierno de Cantabria con arreglo a su capacidad
presupuestaria y financiera, habilitará los fondos necesa-
rios para llevar a cabo esta medida de fomento. Con inde-
pendencia de los restantes elementos básicos y estructu-
rales que defina la oportuna convocatoria de las ayudas,
el objetivo predominante de esta medida consistirá en las
correspondientes indemnizaciones a los titulares de
explotaciones agrarias con carácter compensatorio por la
merma de la productividad derivada de la conservación y
mantenimiento de dichos enclaves naturales. Dicha
medida se articulará de acuerdo con la técnica de incenti-
vación relativa a la subvención.

4. Es función de la Consejería de Ganadería,
Agricultura y Pesca, a través de la Dirección General com-
petente, tramitar y supervisar las solicitudes presentadas
por los interesados. Para su concesión, además de los
requisitos expresamente concretados en las oportunas
convocatorias, el Servicio Técnico correspondiente de la
Consejería que deba informar la solicitud actuará en con-
sonancia con los siguientes criterios:

a) Valoración de la función ecológica, paisajística o
medio ambiental del enclave natural en cuestión. Dicha
valoración contará con el informe preceptivo de la
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del
Territorio.

b) Comprobación de la merma real y significativa de la
producción agraria causada por la conservación y mante-
nimiento del enclave natural.

5. Los posibles beneficiarios de las ayudas deberán
aportar la información precisa que se estime necesaria a
los efectos de evaluar las solicitudes presentadas, así
como colaborar con las comprobaciones que se conside-
ren oportunas. Del mismo modo, asumirá las obligaciones
derivadas para esta clase de ayudas. La infracción de

estos deberes y obligaciones será causa justificativa de la
denegación o pérdida del beneficio, respectivamente.

En la medida en que se mantenga la viabilidad del obje-
tivo predominante podrán renovarse las ayudas concedi-
das, de acuerdo con las bases de las oportunas convoca-
torias.

6. La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, en
aras a la mejor documentación y supervisión de estas
ayudas, elaborará un Catálogo en el que obtendrán toma
de razón las explotaciones agrarias correspondientes y
sus respectivos enclaves naturales reconocidos.

TÍTULO III

De la actuación pública en materia de Ordenación
Territorial del Suelo Rústico y de la Propiedad

Agraria

Capítulo I

Disposición general

Artículo 24. Disposición General.

El Gobierno de Cantabria, en el marco material del
desarrollo del orden competencial expuesto, así como en
aplicación de la función social como criterio de eficacia
delimitadora del contenido de la propiedad agraria y de su
actividad por razones de interés social y general, dirigirá
su actuación pública en aras a la consecución de los fines,
principios y directrices previstos en la presente Ley,
empleando para ello los adecuados instrumentos y medi-
das de intervención pública que resulten necesarios.

Capítulo II

Criterios de Ordenación Territorial del Suelo Rústico

Sección 1ª

De las relaciones interadministrativas

Artículo 25. Directrices de coordinación.

1. Establecidas las correspondientes directrices de
coordinación en materia de ordenación territorial del suelo
rústico y funciones conexas de interés general comunita-
rio, los municipios y demás entidades locales, sin perjuicio
de la facultad de la Administración Autonómica para reca-
bar y obtener la información precisa que considere nece-
saria y ejecutar cuantas comprobaciones estime pertinen-
tes, deberán informar al Gobierno de Cantabria, ya
directamente, o bien, a través de las Consejerías compe-
tentes en el asunto, de los actos y acuerdos celebrados
cuyo tenor o alcance desarrolle, ejecute o se refiera al
contenido de los criterios, reglas y procedimientos técni-
cos previstos en las respectivas directrices.

2. La impugnación de los actos y acuerdos de las enti-
dades locales y el ejercicio de acciones se regirá por lo
dispuesto en los artículos 63 y siguientes de la Ley
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de
Régimen Local, sin perjuicio de lo dispuesto en la legisla-
ción urbanística de la Comunidad Autónoma.

Sección 2ª

Del informe en obras, construcciones y edificaciones en
suelo rústico de interés agrario sometido a especia

protección

Artículo 26. Supuestos.

1. De acuerdo con las disposiciones de la presente Ley,
y conforme al desarrollo de un adecuado urbanismo en
consonancia con los usos y actividades del suelo rústico
de interés agrario sometido a especial protección y la con-
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servación del medio rural y de su entorno, y sin perjuicio
de lo dispuesto al efecto en la normativa urbanística o de
protección vigente, con carácter previo a la autorización
por parte del órgano competente, será preceptivo el
informe favorable por parte de la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca, en relación con los
siguiente supuestos:

a) Realización de instalaciones necesarias para las
explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales o análo-
gas, que guarden relación con la naturaleza extensión o
utilización de la finca en que se ubiquen, incluidas las
viviendas de las personas que tengan en ella su domicilio
y residan efectivamente, vinculadas a la correspondiente
explotación.

b) Construcciones e instalaciones permanentes vincu-
ladas a la ejecución, entretenimiento y servicio de obras
públicas e infraestructuras en general.

c) Actuaciones y usos específicos que se consideren de
interés público por estar vinculadas a cualquier forma de
servicio público o por ser imprescindible su ubicación en
suelo rústico.

2. El citado informe será evacuado en el plazo máximo
de veinte días hábiles desde que se solicite por la
Administración competente para la autorización de la
actuación a realizar. Transcurrido dicho plazo sin que se
haya emitido informe, éste se entenderá desfavorable. En
todo caso, quedará suspendido durante el plazo de veinte
días para la emisión del citado informe, el plazo máximo
legal previsto en la normativa vigente para resolver el pro-
cedimiento de autorización de la actuación de que se
trate.

Artículo 27. Valoración.

El Servicio correspondiente de la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca, junto a las valoraciones
específicas derivadas de la naturaleza de los supuestos
descritos, tales como la preceptiva adecuación de las
construcciones a la actividad agraria de la explotación, o
la idoneidad de la razón de utilidad pública o interés social
que justifique su realización, tendrá en consideración los
siguientes criterios generales:

a) Su conformidad con los principios, reglas y directrices
que estructuren la ordenación territorial del suelo rústico.

b) Su conexión con los valores, usos y funciones pro-
pias del suelo rústico.

b) Su compatibilidad con la preservación del medio
ambiente y la conservación del medio rural y de su
entorno.

c) Su compatibilidad con la preservación del medio
ambiente y la conservación del medio rural y de su
entorno.

Capítulo III

De las medidas de intervención pública: Permuta
forzosa de fincas rústicas

Sección 1ª

Disposiciones generales

Artículo 28. Definición y objeto.

El Gobierno de Cantabria, con arreglo a la presente Ley,
y sin perjuicio del recurso a los restantes instrumentos de
intervención pública derivados de la potestad de ordena-
ción y desarrollo del sector agrario, podrá acordar la per-
muta forzosa de fincas rústicas con base a legítimas razo-
nes de utilidad pública o interés social.

Dicha permuta, de acuerdo con las anteriores causas,
tendrá por objeto el recíproco cambio de titularidades
dominicales respecto de fincas rústicas o explotaciones
agrarias de carácter privativo de la Administración auto-
nómica y, en su caso, del ayuntamiento o entidad local
interesada, y las correspondientes a los propietarios de

las fincas o titulares del derecho objeto de permuta for-
zosa.

Artículo 29. Causa de la permuta.

1. En orden a la consecución de los fines e intereses
públicos o generales implícitos en la ordenación y desa-
rrollo de la política agraria del sector, la definición de la
intervención pública derivada de este instrumento queda
concretada de acuerdo con las siguientes causas o títulos
justificativos de la actuación.

2. Es causa de utilidad pública la realización de obras
públicas de interés general comunitario para el desarrollo
y la ordenación del sector agrario.

3. Son causas de interés social:
a) El establecimiento de industrias o empresas ligadas

al proceso productivo y comercial del sector agrario, cuya
actividad resulte relevante para el desarrollo económico
de Cantabria.

b) El establecimiento de institutos agronómicos, funda-
ciones y otras organizaciones ligadas a la investigación
agraria y medio ambiental, cuya actividad resulte rele-
vante para el desarrollo tecnológico de la Comunidad
Autónoma.

Artículo 30. Presupuestos materiales y condiciones.

1. De conformidad con la presente Ley, el objeto de la
permuta forzosa deberá tener la idoneidad suficiente tanto
para la consecución del fin o interés general previsto,
como para la indemnidad del valor de la propiedad y acti-
vidad agraria del derecho afectado.

2. Con arreglo a la disposición anterior, la finca rústica
de titularidad pública objeto de la permuta deberá reunir
las siguientes condiciones:

a) Tener una extensión que no sea inferior ni superior al
doble de la finca objeto del procedimiento.

b) Tener un cultivo o aprovechamiento agrario análogo,
sin que la situación resultante cambie sustancialmente la
actividad de la labor desempeñada.

c) Estar situada dentro del término municipal corres-
pondiente a la finca rústica objeto de permuta.

d) Gozar de acceso a camino público ya directamente,
o bien, a través de derechos de paso o terrenos pertene-
cientes a la entidad pública que promueva o inste el pro-
cedimiento.

e) Tener la facultad de libre disposición y estar inscrita
libre de cargas en el Registro de la Propiedad.

3. No podrán llevarse a efecto las permutas de fincas
rústicas que se hallen comprendidas en alguno de los
siguientes casos:

a) Corresponder a una explotación agraria calificada de
prioritaria o preferente.

b) Contener casa de labor destinada a vivienda familiar
de modo permanente.

c) Comprender en la misma una instalación industrial o
minera que haga de la actividad agraria un elemento
secundario de la explotación.

d) Constituir suelo urbano o, en su caso, de reserva
urbana, conforme a la legislación autonómica en materia
de ordenación del suelo.

Sección 2ª

Procedimiento

Artículo 31. Declaración de utilidad pública o interés
social.

Para proceder a la permuta forzosa de fincas rústicas
será indispensable la previa declaración de la utilidad
pública o interés social del fin que defina la afectación de
la propiedad o derecho en cuestión.

La declaración de utilidad pública o interés social se
realizará de forma particular y para cada finca por medio
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del correspondiente Decreto del Gobierno de Cantabria, a
propuesta de la Consejería de Ganadería, Agricultura y
Pesca.

Dicha declaración implicará la necesidad de ocupación
de la finca rústica de que se trate, no pudiéndose oponer
recurso alguno contra ella en vía administrativa.

Artículo 32. Diligencias previas.

La correspondiente declaración de la utilidad pública o
interés social comportará las siguientes diligencias pre-
vias:

a) Que la Dirección General competente, a tenor de la
pertinente concreción de la causa de la permuta, informe
sobre la conveniencia e idoneidad de la permuta forzosa
proyectada como medida de intervención adecuada para
la consecución de los intereses generales representados
en la ordenación y desarrollo del sector agrario.
Haciéndose extensivo de cara a la viabilidad técnica y
económica de la medida, así como a su respectiva pro-
porcionalidad con la finalidad perseguida.

b) Que se anuncie la permuta forzosa en el Boletín
Oficial de Cantabria con la identificación completa de las
fincas, expresando que dentro del plazo de treinta días
pueda el propietario, y quien directamente se sienta afec-
tado, formular las alegaciones y aportar las pruebas que
estime convenientes en defensa de su derecho. A la vez
que se haga la publicación referida, deberá realizarse la
notificación directa y domiciliar a quien aparezca como
propietario o poseedor de la finca en el Registro de la
Propiedad; si el domicilio no fuese conocido, se entregará
la notificación a la persona encargada de representar al
propietario de la finca.

c) Que una vez concluso el expediente por la Dirección
General competente, y emitido el definitivo informe ele-
vando las actuaciones al consejero de Ganadería,
Agricultura y Pesca, se dé por ocho días vista del mismo
al propietario o representante para que pueda formular,
dentro del plazo fijado, las nuevas alegaciones que estime
de interés.

d) Que el consejero de Ganadería, Agricultura y Pesca,
a la vista de las diligencias señaladas y si estima conve-
niente la permuta forzosa proyectada, eleve con su
informe el expediente, acompañado de las alegaciones
formuladas al Gobierno de Cantabria, a los efectos de la
correspondiente declaración de utilidad pública o interés
social.

Artículo 33. Efectos de la declaración de utilidad
pública o interés social.

La declaración de utilidad pública o interés social con-
fiere a la Dirección General competente la facultad de per-
mutar las fincas rústicas a que dicha declaración se
refiera, a cuyo fin dicha Dirección continuará la tramitación
del expediente a efectos del justiprecio y de la toma de
posesión de las respectivas fincas. En la medida de su
pertinencia y posible adecuación, se seguirán las normas
de la legislación vigente sobre expropiación por causa de
utilidad pública, salvo las modificaciones que se estable-
cen en los artículos siguientes, derivadas de la especiali-
dad del presente procedimiento.

Artículo 34. Determinación del precio justo.

De conformidad con las disposiciones generales
expuestas, la determinación del precio justo de las fincas
a los efectos de su respectivo valor de cambio, seguirá el
procedimiento establecido para la expropiación por causa
de interés social previsto en la Ley de Reforma y
Desarrollo Agrario, de 12 de enero de 1973.

El perito de la Administración será designado por la
Dirección General competente, que asume a estos efec-
tos las funciones del Instituto Nacional de Reforma y
Desarrollo Agrario.

Artículo 35. Toma de posesión.

1. La Dirección General competente, una vez firme la
determinación del precio justo de las fincas a los efectos
de su respectivo valor de cambio o permutación, vendrá
facultada para formalizar la correspondiente escritura
pública de la permuta acordada, debiendo otorgarse por el
juez en caso de oposición o rebeldía del propietario. Los
gastos de escritura serán de cargo de la Administración o
entidad local que promovió o instó la permuta forzosa.

2. El otorgamiento de la escritura pública comportará la
investidura posesoria correspondiente a la entrega de las
fincas objeto de la permuta. Dispuesta de esta forma la
garantía del derecho afectado, podrá ocuparse la finca por
vía administrativa o hacer ejercicio del derecho permu-
tado.

3. La escritura pública de la permuta forzosa será título
bastante para que en el Registro de la Propiedad, y en los
demás Registros públicos, se inscriba o tome razón de la
transmisión de dominio efectuada y se verifique, en su
caso, la cancelación de las cargas, gravámenes y dere-
chos reales de toda clase a que estuviera afectada la finca
permutada.

4. Sin perjuicio de su defensa en la jurisdicción compe-
tente, los derechos reales, personales y situaciones jurídi-
cas que tenga por base la finca rústica afectada pasarán
inalterados sobre la respectiva finca permutada.

Artículo 36. Normativa supletoria.

En lo no previsto en la presente Ley, y sin perjuicio del
desarrollo reglamentario correspondiente, regirá como
Norma supletoria la legislación general sobre expropia-
ción forzosa. En este caso, las funciones atribuidas a los
Gobernadores Civiles en dicha legislación, corresponde-
rán a la Dirección General competente de la Consejería
de Ganadería, Agricultura y Pesca.

Capítulo IV

De la concentración parcelaria

Artículo 37. Planeamiento urbanístico de la zona.

1. Concebida la concentración parcelaria como un ins-
trumento de intervención pública conexo a la ordenación
integral del territorio, la información del planeamiento
urbanístico existente en la zona de actuación pasará a for-
mar parte de los trabajos e investigaciones necesarios
para fijar las Bases de la correspondiente concentración.

2. El alcalde del ayuntamiento, o presidente de la enti-
dad local de que se trate, que autorice modificaciones
urbanísticas no previstas en los trabajos y acuerdos para
fijación de las oportunas Bases, será responsable de los
perjuicios derivados en la tramitación de concentración
proyectada.

Artículo 38. Concentración por explotaciones
agrarias.

1. En orden a la realización del interés social y público
que presiden las actuaciones de concentración parcelaria,
siempre y cuando del estudio y valoración de las caracte-
rísticas socioeconómicas y jurídicas de las zonas de
actuación se infiera su posibilidad y conveniencia, la con-
centración parcelaria se efectuará contemplando la totali-
dad de las parcelas que forman la explotación agraria, aún
cuando correspondan a distinto propietario. Las parcelas
no explotadas, se concentrarán, si ello es posible, en una
única finca de reemplazo.

La concentración por explotaciones podrá ser solicitada
por más del cincuenta por ciento de los titulares de explo-
taciones de la zona, con la autorización de los propietarios
de las fincas, y siempre que la superficie perteneciente a
estos últimos supere el cincuenta por ciento de la zona de
concentración solicitada.
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Una vez fijadas las Bases de la concentración por
explotaciones, los propietarios de fincas marginales o infe-
riores a la unidad tipo de aprovechamiento deberán optar
por asociarse para alcanzar dicha unidad tipo de aprove-
chamiento o vender sus fincas, pudiendo iniciarse, en
caso de no optar, el correspondiente procedimiento de
expropiación. El ejercicio de este derecho de opción que-
dará contemplado en el correspondiente desarrollo regla-
mentario de la presente Ley.

No obstante, en la concentración por explotaciones,
cuando técnicamente se considere necesario o así lo soli-
citen los propios interesados, será de aplicación, con pre-
ferencia al régimen de las superficies mínimas de cultivo,
la regulación de la explotación agraria familiar mínima.

En las solicitudes de reconcentración parcelaria, el pro-
cedimiento a utilizar será en todos los casos la concentra-
ción por explotaciones.

2. La causa del interés social y público informará el
Decreto del Gobierno de Cantabria que contemple la
declaración de utilidad pública y urgente ejecución de la
concentración parcelaria de que se trate. Su concreción o
detalle formará parte de los criterios de fijación de las
Bases de la concentración y de su correspondiente
Acuerdo. Todo ello, sin detrimento o menoscabo de los
demás fines y procedimientos técnicos legítimamente pre-
vistos para salvaguardar la rentabilidad y viabilidad agro-
nómica de la concentración parcelaria.

El desarrollo procedimental de este tipo de concentra-
ción se fijará por la vía reglamentaria pertinente.

3. La propiedad y los demás derechos reales que ten-
gan por base las parcelas sujetas a la concentración
pasarán a recaer inalteradas sobre las fincas de reem-
plazo según el criterio de adjudicación determinado por el
interés social de la actuación.

Cuando de dicho criterio se observe alguna alteración
en la integridad de estos derechos que comporte indem-
nización se arbitrará la oportuna compensación a los res-
pectivos titulares y, en su caso, el correspondiente proce-
dimiento de expropiación.

Artículo 39. Suelo afectado.

En aras a la mejor consecución de los fines e intereses
públicos implícitos en la concentración parcelaria, y de
conformidad con la determinación del modelo urbanístico
y territorial de la Comunidad, el perímetro de la zona a
concentrar deberá realizarse en suelo rústico de protec-
ción agrícola. De modo subsidiario o complementario,
dicho perímetro podrá incluir las porciones de parcelas
superpuestas, correspondientes a suelo apto para el pro-
ceso urbanizador siempre que no superen el diez por
ciento del suelo afectado, procediéndose a tales efectos a
fijar su nuevo destino en el Planeamiento general con sus
correspondientes Normas subsidiarias.

Toda realización de obras, construcciones, edificacio-
nes o en general actuaciones no previstas o debidamente
autorizadas en el perímetro de la zona de concentración
tendrá la calificación de ilegal, debiéndose proceder a su
derribo a costa del infractor. El acto por el que se resuelva
dicho derribo será inmediatamente ejecutivo, sin perjuicio
de la posibilidad de su suspensión cautelar en aquéllos
casos previstos por la normativa vigente. Igualmente,
podrá acordarse como medida provisional, previa ponde-
ración de los hechos y circunstancias concretas, dicho
derribo.

Artículo 40. Ocupaciones temporales.

1. La aprobación del Decreto declarando de utilidad
pública la concentración parcelaria de una determinada
zona atribuirá a la Dirección General competente la facul-
tad de ocupar temporalmente cualquier terreno de la
misma que sea preciso para dotar a las nuevas fincas de
la adecuada red de caminos o para realizar trabajos rela-
cionados con la concentración.

2. La ocupación temporal de dichos terrenos se regirá,
en cuanto a la indemnización que haya de satisfacerse en
definitiva a los propietarios afectados, por los preceptos
de la legislación de expropiación forzosa. No obstante, el
procedimiento que dicha legislación señala para determi-
nar la necesidad de la ocupación queda sustituido por la
redacción y aprobación de un plan de mejoras que deberá
ser propuesto por la Dirección General competente y
aprobado por la Consejería, publicándose el acuerdo de
ocupación durante tres días en el Boletín Oficial de
Cantabria y en el tablón de anuncios del ayuntamiento
correspondiente, sin perjuicio de notificarlo individual-
mente a los propietarios a quienes afecte.

3. Cuando se trate de terrenos sujetos a concentración,
sus propietarios no serán indemnizados en metálico por
los perjuicios que pudieran derivarse de la ocupación, sino
que su valor, estimado por medio de la pertinente tasa-
ción, será computado en las Bases de la concentración
parcelaria. Todo ello, sin perjuicio de las demás indemni-
zaciones y garantías establecidas en la legislación de
expropiación forzosa.

Artículo 41. Fincas de desconocidos.

1. Las fincas que reemplacen a las parcelas cuyos due-
ños no fuesen conocidos durante el período normal de
investigación se incluirán también en el Acta de
Reorganización, haciéndose constar dicha circunstancia y
reflejando, en su caso, las situaciones posesorias existen-
tes.

2. Si de su estudio no se infiere obstáculo o impedi-
mento relevante, la Dirección General competente proce-
derá, conforme a la legislación vigente, a solicitar de la
Administración General del Estado la oportuna cesión de
dichas fincas.

3. Entretanto, y sin que conste oposición o denegación
del órgano estatal competente, la Dirección General com-
petente quedará facultada para el aprovechamiento
directo de las citadas fincas, siempre que su uso o destino
sea congruente con la concentración efectuada.

4. Transcurridos cinco años, y una vez firme la corres-
pondiente cesión, la Consejería de Economía y Hacienda,
a propuesta de la Consejería de Ganadería Agricultura y
Pesca, destinará las citadas fincas en orden a la consecu-
ción de los siguientes fines:

a) La realización de obras en aras a la recuperación o
conservación del medio rural y de su entorno.

b) Su destino a obras y construcciones que beneficien a
los agricultores de la zona.

c) Su disposición para mejorar la dimensión viable de
las fincas objeto de la concentración.

d) Su disposición para fines de interés social.

Artículo 42. Caminos.

1. Los ayuntamientos o entidades locales menores y
demás organismos públicos o privados, a quienes haya de
entregarse la propiedad de los caminos incluidos en los
Planes de concentración parcelaria, se comprometerán
formalmente a consignar en sus respectivos presupuestos
los recursos necesarios para su conservación.

2. El acuerdo de la Dirección General acerca de la fina-
lización de la obra y de su entrega será inmediatamente
ejecutivo y dará lugar al nacimiento de las obligaciones
derivadas de la entrega.

No obstante, una vez notificado el acuerdo y dentro del
plazo legalmente establecido, podrá interponerse recurso
ante la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca,
cuya resolución pondrá término a la vía administrativa. La
notificación será personal cuando la obra deba de ser
entregada a una sola persona o entidad.

Firme el acuerdo de la Dirección, se reputará hecha la
entrega de la obra y transmitido el dominio desde el
momento de su notificación.

3. Con independencia de lo dispuesto en los apartados
anteriores, la Administración autonómica y las entidades
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locales podrán suscribir los convenios que estimen opor-
tunos en orden a la mejor conservación y funcionalidad de
estos caminos.

TÍTULO IV

Del aprovechamiento de montes y pastos públicos
o comunales

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 43. Planes de aprovechamiento y
explotación de recursos.

1. Los ayuntamientos, entidades, juntas vecinales y
demás organismos públicos o privados que ostenten el
dominio o el derecho de explotación de los montes y pas-
tos públicos o comunales quedan obligados a presentar,
en el plazo fijado reglamentariamente, la correspondiente
propuesta acerca del aprovechamiento y explotación de
dichos recursos.

2. Dicha propuesta, conforme a las indicaciones y datos
del Mapa Agrario de la Comunidad, será valorada por la
Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de
la Dirección General competente. Una vez aprobada se
incluirá en el Plan anual de Aprovechamiento y explota-
ciones de dichos recursos.

Artículo 44. Vías pecuarias y derecho
consuetudinario.

Los ayuntamientos, entidades, y demás organismos
sujetos a la presente Ley sin perjuicio de la perceptiva
consignación en las correspondientes Normas u
Ordenanzas sobre utilización de pastos, deberán informar
en sus respectivas propuestas de aprovechamiento y
explotación de la red de vías pecuarias y servidumbres de
paso existentes en los términos o zonas de ordenación. A
su vez, cuando exista un derecho consuetudinario o cos-
tumbre del lugar que implique alguna particularidad o
especialidad relevante respecto de la aplicación de la pre-
sente normativa se deberá poner en conocimiento de la
Consejería de Ganadería Agricultura y Pesca que instruirá
y resolverá el pertinente expediente conforme a sus com-
petencias en la materia.

Capítulo II

Del aprovechamiento de pastos en los montes
públicos de Cantabria

Sección 1ª

Zonas de pastoreo y pastables

Artículo 45. Zonas de pastoreo.

Se consideran zonas de pastoreo en régimen común
aquellos terrenos de titularidad pública o comunal, ya
sean montes de utilidad pública o no, en los cuales esta-
cionalmente y de acuerdo con el derecho consuetudinario
se viene aprovechando los pastos a diente por el ganado.

Artículo 46. Zonas pastables.

Se consideran zonas pastables aquellas que resulten
delimitadas por los servicios de la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca, de conformidad con la
legislación de Montes y de Protección y Fomento de las
especies forestales autóctonas.

Sección 2ª

Aprovechamientos y mejoras

Artículo 47. Conservación y mejora de los bosques
y pastos.

Los aprovechamientos de pastos se realizarán dentro
de los límites que permitan los intereses de la conserva-
ción y mejora de los bosques y pastos, de acuerdo con lo
dispuesto en la presente Norma y en la Ley y Reglamento
de montes.

Artículo 48. Normas u Ordenanzas de utilización de
pastos.

Por las entidades o agrupaciones titulares de los mon-
tes o de sus derechos de explotación se readaptarán
Normas u Ordenanzas de Utilización de Pastos, que
serán sometidas a la aprobación de la Consejería de
Ganadería Agricultura y Pesca, a través de sus servicios
técnicos.

Artículo 49. Compatibilidad de las Normas u Orde-
nanzas, con la conservación y mejora
de los bosques y pastos.

Una vez recibidas las Normas u Ordenanzas se cuidará
de que las mismas sean compatibles con la conservación
y mejora de los bosques y pastos, incluyéndolas en este
caso en los Planes Técnicos de Ordenación de pastos
que redacten dichos servicios.

Artículo 50. Planes locales.

Los ayuntamientos, entidades y demás organismos pro-
pietarios o titulares de los derechos de explotación redac-
tarán las propuestas del plan local, de acuerdo en su caso
con los Planes técnicos u Ordenanzas indicadas, fijando
aquellas variables tales como épocas, tipo de ganado o
canon por cabeza; que juzguen oportuno modificar cada
año.

Dichas propuestas serán enviadas a los servicios de la
Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, y una vez
aprobadas, se incluirán en el Plan anual de aprovecha-
mientos.

Artículo 51. Fondo de Mejoras.

Independientemente de los ingresos en el Fondo de
Mejora de los Montes de Utilidad Pública, a que se refiere
la Ley de Montes, se destinará una parte de los beneficios
que resulten del cobro del canon citado para mejoras en
las zonas pastables. Las entidades beneficiarias serán las
facultadas para fijar dicho porcentaje.

Artículo 52. Incremento del Fondo de Mejoras.

La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, de
acuerdo con la disponibilidad presupuestaria, podrá incre-
mentar las mejoras indicadas mediante inversiones y sub-
venciones.

Artículo 53. Condiciones para poder tener acceso a
incremento del Fondo de Mejora.

Para tener opción a las inversiones y subvenciones a
que se refiere el artículo anterior será preceptivo que los
ganados que realicen el aprovechamiento cumplan con
los programas establecidos por la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca en materia de sanidad
animal y sistemas de explotación y manejo de los anima-
les.

Página 8208 Lunes, 20 de noviembre de 2000 BOC - Número 223



Artículo 54. Derecho preferente al pastoreo.

En los montes de utilidad pública tendrá derecho prefe-
rente al pastoreo el ganado, tanto de uso propio como de
granjería, perteneciente a los vecinos de los pueblos o
agrupaciones que conformen la entidad propietaria o titu-
lar del derecho de explotación, pudiéndose enajenar,
ceder o transmitir mediante cualquier negocio jurídico, el
uso o aprovechamiento de los pastos sobrantes, si los
hubiere.

Artículo 55. Reses incontroladas.

1. Los ayuntamientos, entidades y demás organismos
propietarios o titulares del derecho de explotación, junto
con los servicios de la Consejería, tomarán las medidas
que resulten necesarias para evitar el pastoreo de reses
incontroladas. Cuando a pesar de ello, dicho pastoreo
pueda constituir un serio riesgo tanto para la seguridad e
integridad física de las personas, como para el desenvol-
vimiento normal del tráfico rodado u otras circunstancias
de similar importancia, se procederá, previa identificación,
comunicación o publicidad al efecto, a su pertinente encie-
rro o aseguramiento, y si no fuera posible o conveniente a
su sacrificio.

2. Los propietarios, al margen de las posibles indemni-
zaciones derivadas, deberán abonar los gastos que oca-
sionen dichas actuaciones. A tales efectos, y ante el
incumplimiento de esta obligación, la Administración
podrá retener las reses e iniciar los correspondientes pro-
cedimientos ejecutivos para obtener la satisfacción de su
crédito.

Artículo 56. Supervisión de actuaciones.

Según determina la legislación de Montes, todas las
anteriores actuaciones como mejoras, obras o enajena-
ción de pastos sobrantes, se supervisarán por la
Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de
sus servicios técnicos.

Artículo 57. Seguimiento de los planes técnicos de
aprovechamientos de pastos, y del
estado sanitario del ganado.

Será competencia exclusiva de la Consejería de
Ganadería, Agricultura y Pesca del Gobierno de Cantabria
velar por el cumplimiento de los planes técnicos de apro-
vechamiento de pastos, conforme a lo establecido en la
presente Norma y en la Ley y Reglamento de Montes, así
como el control del estado sanitario del ganado que acuda
a los mismos.

TÍTULO V

De las infracciones y sanciones

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 58. Responsabilidad de naturaleza adminis-
trativa.

1. Las acciones y omisiones que infrinjan lo prevenido
en la presente Ley, generarán responsabilidad de natura-
leza administrativa, sin perjuicio de la exigible en la vía
penal, civil o de otro orden en que puedan incurrir.

2. El titular de la explotación agraria y, en su caso, del
respectivo derecho de explotación, salvo en los supuestos
en que concurra causa de exoneración, ya con relación a
los daños producidos, o bien con relación a la naturaleza
del impedimento que frustre la debida actuación, será res-
ponsable de las infracciones que al respecto cometan sus
auxiliares y dependientes en el círculo de la actividad
agraria de la explotación.

3. Las denuncias efectuadas por los funcionarios com-
petentes en la materia, ratificadas bajo juramento o pro-
mesa, harán fe, salvo prueba en contrario, en lo que res-
pecta a la responsabilidad de carácter administrativo.

4. Cuando no sea posible determinar el grado de parti-
cipación de las distintas personas que hubiesen interve-
nido en la realización de la infracción, la responsabilidad
será solidaria, sin perjuicio del derecho a repetir frente a
los demás participantes, por parte de aquel o aquellos
que hubieran afrontado las responsabilidades.

Artículo 59. Inducción y encubrimiento.

Quienes indujeren a la realización de actos constitutivos
de infracción de acuerdo con la presente Ley, incurrirán en
la misma responsabilidad que sus autores.

Los encubridores de los infractores serán sancionados
con la mitad de la cuantía de la multa que corresponda a
la infracción de que se trate.

Capítulo II

De las infracciones

Sección 1ª

De las infracciones por afección al medio natural y el
ejercicio abusivo del derecho de explotación

Artículo 60. Tipificación.

La presente Ley, con arreglo a los principios expuestos
y a un correcto ejercicio de la actividad agraria en relación
con los recursos naturales disponibles, tipifica como
infracciones los siguientes hechos derivados de la gestión
del derecho de explotación:

a) La utilización abusiva del agua.
b) Su contaminación con materias o compuestos que

deterioren o imposibiliten su utilización, o dificulten en
exceso la correspondiente depuración.

c) La ejecución de obras o la instalación de medios que
obstaculicen o impidan el debido aprovechamiento del
agua sobrante de la explotación agraria.

d) La contaminación del suelo rústico productivo con
materias o compuestos que deterioren o imposibiliten su
destino agrario, o comporten una excesiva degradación
de la tierra.

e) El desecho o vertido incontrolado de residuos, que
sin su debido almacenamiento o tratamiento resulten peli-
grosos o contaminantes.

f) La inobservancia o contravención de los mandatos
contemplados en los Decretos y normas reglamentarias
que desarrollen las correspondientes directrices en mate-
ria de ordenación de la actividad agraria y protección
medio ambiental.

Artículo 61. Parámetros.

1. El Gobierno de Cantabria, mediante Decreto dictado
a propuesta de la Consejería de Ganadería, Agricultura y
Pesca, establecerá los parámetros que concreten la com-
posición y niveles de concentración de las materias, com-
puestos y residuos de origen agrario que resulten peligro-
sos o contaminantes a los efectos previstos en la
precedente tipificación de infracciones.

2. En su elaboración, se tendrá en consideración la
ordenación del Derecho de la Unión Europea al respecto,
así como el compromiso alcanzado por el Estado o la
Comunidad Autónoma en su respectiva trasposición,
incluida la resolución de la Consejería de Ganadería,
Agricultura y Pesca de 2 de abril de 1997 relativa al
Código de Buenas Prácticas Agrarias. En parecido sen-
tido, y en la medida en que sea conveniente, se especifi-
cará el alcance peligroso o contaminante de las materias,
compuestos y residuos con relación a la clase de activi-
dad ganadera o agrícola de la explotación.

BOC - Número 223 Lunes, 20 de noviembre de 2000 Página 8209



Artículo 62. Clasificación.

1. Las infracciones se clasifican, según su carácter, en
muy graves, graves o leves.

2. En orden a la configuración de las diversas infraccio-
nes, su respectiva sanción queda concretada en atención
a los siguientes criterios:

a) Utilización abusiva o perjudicial del agua: Infrac-
ciones tipificadas en los párrafos a) y c) del artículo 60. En
estos casos, las infracciones tendrán la calificación de
muy graves cuando en la gestión de la explotación se des-
perdicie o se consuma la mitad o más del caudal de agua
necesario para llevar a cabo su actividad agraria. Las
infracciones serán graves cuando el desperdicio o con-
sumo abusivo alcance a la cuarta parte o más, sin llegar a
la mitad, del caudal de agua necesario para la explota-
ción. En los demás casos, las infracciones tendrán la con-
sideración de leves.

Idéntica modulación se seguirá para graduar las infrac-
ciones derivadas de la obstaculización o imposibilitación
del aprovechamiento del agua sobrante, debida a la eje-
cución de obras o instalación de medios inadecuados en
la explotación agraria.

b) Contaminación del agua y del suelo rústico produc-
tivo: Infracciones tipificadas en los párrafos b) y d) del
artículo 60. En estos casos, la gradación de las infraccio-
nes quedará establecida en las pertinentes normas regla-
mentarias de desarrollo de la presente Ley, sin perjuicio
de la aplicabilidad de la normativa vigente en materia de
aguas. A tales efectos, el correspondiente procedimiento
técnico concretará la calificación de la infracción en aten-
ción a los siguientes criterios en orden de importancia:

1º El nivel de contaminación apreciado y su peligrosidad
resultante.

2º La posible regeneración de los recursos naturales
afectados.

3º El daño o perjuicio medio ambiental causado.
4º El caudal o extensión del terreno degradado.
5º La negligencia o el dolo observada en la conducta del

infractor.
c) Idéntica modulación se aplicará para graduar las

infracciones derivadas del desecho o vertido de residuos
contaminantes, tipificadas en al párrafo e) del artículo 60.
Si el desecho o vertido no resultase contaminante o peli-
groso será objeto de infracción leve siempre y cuando
afecte al valor paisajístico o medio ambiental de la zona.

d) La graduación de las infracciones tipificadas en el
párrafo f) del artículo 60 se establecerá en los Decretos y
normas reglamentarias que desarrollen las directrices en
materia de ordenación de la actividad agraria y protección
del medio natural, atendiendo en la medida de lo posible
a los criterios de gradación contenidos en el presente
artículo.

Sección 2ª

De las infracciones al aprovechamiento de montes
y pastos

Artículo 63. Tipificación y clasificación de las
infracciones.

1. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy
graves.

2. Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) El pastoreo con mayor número de reses que como

beneficiario tenga autorizadas, si el número de cabezas
en el pasto no excede del previsto en el plan de aprove-
chamiento.

b) El pastoreo en época no autorizada, o fuera del hora-
rio permitido.

c) El pastoreo con especies de ganado no autorizadas,
cuyo titular tenga derecho a pastos.

3. Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) El pastoreo de ganado sin derecho al aprovecha-

miento de pastos.

b) El pastoreo en zonas acotadas, según los Planes
Técnicos y Planes de Aprovechamientos.

c) El pastoreo de ganado que no cumpla con las nor-
mas de identificación reguladas por la normativa vigente.

d) El pastoreo de ganado propiedad de un tercero,
haciéndolo figurar como propio.

e) El pastoreo de sementales no autorizados.
f) El pastoreo de ganado sin haberse sometido a las

pruebas de campaña de saneamiento ganadero o a las
vacunaciones que la Consejería de Ganadería,
Agricultura y Pesca establezca como obligatorias.

g) Cuando el ganado no fuere acompañado de la docu-
mentación sanitaria pertinente en los casos en que se
exija.

h) El pastoreo con mayor número de reses que como
beneficiario tenga autorizadas, si el número de cabezas
en el pasto excediese del previsto en el pan de aprove-
chamiento.

i) Cuando el propietario no entierre u ordene enterrar
oportunamente un animal muerto en zona de pastoreo,
como consecuencia de una enfermedad esporádica, o
dejare transcurrir más de veinticuatro horas.

4.Tendrán la consideración de infracciones muy graves:
a) Provocar incendios en los montes públicos sin autori-

zación.
b) El pastoreo en zonas acotadas por incendio.
c) El pastoreo de reses que hayan resultado positivas a

las pruebas de la campaña de saneamiento ganadero.
d) Cuando se acredite que los animales que concurran

a los pastos padeciesen alguna enfermedad infecto con-
tagiosa.

e) Cuando el propietario no entierre u ordene enterrar
oportunamente un animal muerto en zona de pastoreo,
como consecuencia de enfermedad infecto contagiosa o
dejare transcurrir más de 24 horas.

f) No dar cuenta de la muerte de una res en zona de
pastoreo, como consecuencia del padecimiento o enfer-
medad infecto contagiosa, en el plazo de veinticuatro
horas.

Capítulo III
De las sanciones

Sección 1ª

De las sanciones por afección al medio natural
y el ejercicio abusivo del derecho de explotación

Artículo 64. Objeto y cuantía.

1. Las correspondientes sanciones establecidas, de
acuerdo con las garantías dispuestas en el ámbito de las
normas sancionadoras, y en congruencia con los princi-
pios de razonabilidad y proporcionalidad en la tutela de los
fines perseguidos, tienen por objeto reforzar el cumpli-
miento de los deberes que se derivan de un correcto ejer-
cicio del derecho de explotación de actividades agrarias,
así como fortalecer el interés general que preside la pre-
servación de la riqueza y el patrimonio natural de la
Comunidad.

Todo ello, sin exclusión de la debida reparación o
indemnidad de los daños y perjuicios causados al medio
ambiente.

2. Por lo que respecta a las infracciones relativas a la
utilización abusiva o perjudicial del agua, tipificadas en los
apartados a) y c) del artículo 60, serán sancionadas con
multa cuya cuantía estará comprendida entre el medio y el
duplo del valor del agua abusivamente consumida o des-
perdiciada, con arreglo al siguiente baremo:

a) Infracciones muy graves: multa entre el 1'51 y el
duplo del valor del agua.

b) Infracciones graves: multa entre 1'01 y el 1'50 del
valor del agua.

c) Infracciones leves: multa entre el 0'5 y el 1 del valor
del agua.
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3. El resto de infracciones serán sancionados con multa
cuya cuantía estará comprendida entre cincuenta mil
(50.000) pesetas (300,51 euros), y un millón (1.000.000)
de pesetas (6.010,12 euros), concretándose con arreglo
al siguiente baremo:

a) Infracciones muy graves: multa entre quinientas mil
una (500.001) pesetas (3.005,07 euros), y un millón
(1.000.000) de pesetas (6.010,12 euros).

b) Infracciones graves: multa entre doscientas mil una
(200.001) (1.202,03 euros) y quinientas mil (500.000)
pesetas (3.005,06 euros).

c) Infracciones leves: multa entre cincuenta mil (50.000)
(300,51 euros) y doscientas mil (200.000) pesetas
(1.202,02 euros).

4. En todos estos casos, la imposición de la multa no
excluye la debida reparación o indemnidad de los daños y
perjuicios causados al medio ambiente.

5. La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca ela-
borará un registro de los agricultores sancionados por las
infracciones contempladas en esta Ley. En él se anotarán
las infracciones cometidas, así como su respectiva san-
ción. Dichos antecedentes quedarán sin efecto a los cinco
años contados desde la fecha de la correspondiente san-
ción, procediéndose a su respectiva eliminación.

En este plazo, el supuesto de reincidencia será causa
suficiente para la pérdida de los derechos y beneficios
adquiridos por la calificación prioritaria o preferente de la
explotación, elevándose la correspondiente comunicación
al Registro General de explotaciones agrarias y preferen-
tes de la Comunidad.

Sección 2ª

De las sanciones por las infracciones al
aprovechamiento de montes y pastos

Artículo 65. Cuantía de las sanciones.

1. Sin perjuicio de las indemnizaciones a que hubiere
lugar, las infracciones se sancionan con las siguientes
multas:

a) De cinco mil (5.000) (30,05 euros) a veinte mil
(20.000) pesetas (120,20 euros), las infracciones leves.

b) De veinte mil una (20.001) (120,21 euros) a treinta y
cinco mil (35.000) pesetas (210,35 euros), las infracciones
graves.

c) De treinta y cinco mil una (35.001) (210,36 euros) a
quinientas mil (500.000) pesetas (3.005,06 euros), las
infracciones muy graves.

2. La graduación de las cuantías se fijará por la autori-
dad sancionadora, teniendo en cuenta las circunstancias
que concurran en cada caso, y el principio de proporcio-
nalidad de la sanción.

3. Cuando las infracciones estén tipificadas por el pas-
toreo de reses referidas a éstas, la sanción se impondrá
por cabeza, excepto el pastoreo en zonas acotadas por
incendio. La sanción no puede exceder del valor del ani-
mal, salvo cuando se trate de un semental que padezca
enfermedad infecto-contagiosa, sin que varíe su califica-
ción el hecho de que por ser varias cabezas de un mismo
dueño, la cantidad a que ascienda la sanción exceda de la
prevista por infracción, con los siguiente límites:

a) Sanciones por infracciones leves:
1º. Ganado mayor: máximo de setenta y cinco (75.000)

pesetas (450,76 euros) por cada lote o fracción de lote de
veinticinco cabezas adultas, treinta y cinco cabezas jóve-
nes o setenta y cinco de crías.

2º. Ganado menor: máximo de setenta y cinco (75.000)
pesetas (450,76 euros) por cada lote o fracción de lote de
ciento setenta y cinco cabezas adultas, doscientas cin-
cuenta jóvenes, ó quinientas veinticinco de crías.

b) Sanciones por infracciones graves:
1º. Ganado mayor: máximo de ciento cincuenta mil

(150.000) pesetas (901,52 euros) por cada lote o fracción

de lote de veinticinco cabezas adultas, treinta y cinco
cabezas jóvenes o setenta y cinco de crías.

2º. Ganado menor: máximo de ciento cincuenta mil
(150.000) pesetas (901,52 euros) por cada lote o fracción
de lote de ciento setenta y cinco cabezas adultas, dos-
cientas cincuenta jóvenes, ó quinientas veinticinco de
crías.

c) Sanciones por infracciones muy graves: Cuando el
valor del animal, o de los animales afectados, no llegue al
mínimo establecido, es de aplicación éste.

4. Firme la resolución en vía administrativa del expe-
diente sancionador por infracción muy grave comportará
para el titular de la explotación afectada la pérdida de los
derechos y beneficios que viniera disfrutando al amparo
de la presente Ley, así como la suspensión de la tramita-
ción y concesión de cualquier otra ayuda económica ges-
tionada por los servicios de la Consejería de Ganadería
Agricultura y Pesca.

La suspensión de ayudas o beneficios económicos será
efectiva durante un período de dos años, contados desde
la fecha de la anterior resolución.

Salvo acuerdo de la Administración, o de la Sala perti-
nente, la interposición de un recurso contencioso admi-
nistrativo sobre la sanción no enervará la pérdida o sus-
pensión de los derechos o beneficios de ayudas.

5. El acotamiento al pastoreo como consecuencia de un
incendio se realizará cuando sea necesario para regene-
rar la zona siniestrada o evitar procesos erosivos.

6. Dicho acotamiento se materializará mediante acta
levantada al efecto, con intervención de representantes
del Servicio o Unidad administrativa correspondiente de la
Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca y de la enti-
dad propietaria, teniendo plena vigencia una vez publica-
dos los edictos al respecto, sin que se requiera la coloca-
ción sobre el terreno de señales indicadoras de su
condición de acotado.

Como medida excepcional, el órgano competente de la
Administración regional podrá acordar el acotado de las
zonas afectadas por incendios forestales sin otro requisito
formal que la publicación del acuerdo en el tablón de edictos
del ayuntamiento correspondiente o, en su caso, de la enti-
dad propietaria, acompañado el plano del terreno acotado.

Mediante Decreto del Gobierno de Cantabria se esta-
blecerá el correspondiente procedimiento de acotamiento.

Artículo 66. Competencia de las entidades locales.

Es competencia de las entidades locales, de acuerdo
con el derecho sancionador establecido en sus ordenan-
zas, las actuaciones sobre incumplimiento de lo dispuesto
en ellas, así como para el pago de las multas o indemni-
zaciones que se impusieran con arreglo a las mismas y su
correspondiente ejecución.

Sección 3ª

De la reincidencia

Artículo 67. Reincidencia.

El supuesto de reincidencia comportará la duplicación
del importe de la correspondiente sanción. Dicha reinci-
dencia será apreciada cuando habiendo sido ya sancio-
nado con anterioridad, se cometa una infracción de igual o
mayor gravedad, o dos de menor gravedad.

Capítulo IV

Del procedimiento sancionador

Artículo 68. Procedimiento.

En la tramitación de los expedientes administrativos
sancionadores se estará a lo previsto en el presente capí-
tulo, y supletoriamente a lo dispuesto en la Ley de
Cantabria 2/1997, de 28 de abril, de Régimen Jurídico del
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Gobierno y de la Administración, en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y en el resto de normativa complementaria y de
desarrollo de las mismas.

Artículo 69. Sospecha de ganado enfermo.

Si como consecuencia de una actuación inspectora, o
por denuncia, se sospechara del estado sanitario de algún
animal, se procederá por parte del Gobierno de Cantabria
a efectuar cuantas pruebas fueren necesarias a fin de
comprobar y controlar la sanidad de los animales sospe-
chosos, incluida la realización de análisis, pruebas y
demás actuaciones precisas por laboratorios oficiales. Si
se comprobase el padecimiento de alguna enfermedad
infecto-contagiosa, se ordenará el sacrificio, si la natura-
leza de la enfermedad así lo aconsejare.Todos los gastos
originados, incluidos los de prendada, si procediere, y los
que se deriven del sacrificio de los animales enfermos
serán repercutibles en los propietarios de las reses, rete-
niéndose el valor carne del animal o animales sacrifica-
dos, para compensarlos.

Artículo 70. Iniciación.

El procedimiento para la comprobación de los hechos
relativos a las infracciones tipificadas, así como para la
imputación de las sanciones que se deriven, se iniciará
mediante acuerdo de la Dirección General competente de
la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, adop-
tado de oficio, bien por propia iniciativa o como conse-
cuencia de orden superior, petición razonada de otros
órganos o denuncia. En el caso de las infracciones al
aprovechamiento de montes y pastos, será competente la
Dirección General de Montes y Conservación de la
Naturaleza en materia de aprovechamiento de pastos, y la
Dirección General de Ganadería en materia de Sanidad
en zonas pastables.

Artículo 71. Instrucción.

1. En el acuerdo de iniciación del procedimiento sancio-
nados se incluirá la designación del funcionario que
deberá instruir el correspondiente expediente. Este
acuerdo se notificará al presunto infractor. La autoridad
que ordene la iniciación del procedimiento podrá adoptar
las medidas cautelares pertinentes para el cese de la uti-
lización abusiva de los recursos disponibles y preserva-
ción del medio ambiente; así mismo, podrá acordar las
medidas provisionales oportunas tendentes a garantizar
la eficacia de la posible sanción.

2. El funcionario instructor del expediente dará audien-
cia al presunto infractor y practicará las pruebas que
estime necesarias. Acto seguido, si resulta procedente,
formulará el pliego de cargos.

El inculpado, en el plazo de quince días, podrá contes-
tar el pliego de cargos acompañando dicho trámite de las
pruebas y observaciones que consideren convenientes
para su mejor defensa. Contestado el pliego de cargos o
transcurrido el plazo de quince días desde su notificación
al interesado, el instructor elevará propuesta de la sanción
que corresponda.

Artículo 72. Órganos competentes para resolver.

Son órganos competentes para imponer las sanciones:
a) Las Direcciones Generales competentes menciona-

das en el artículo 70 respecto de sanciones de hasta cien
mil (100.000) pesetas (601,01 euros).

b) El consejero de Ganadería, Agricultura y Pesca res-
pecto de sanciones de cien mil una (100.001) (601,02
euros) hasta quinientas mil (500.000) pesetas (3.005,06
euros).

c) El Gobierno de Cantabria respecto de las superiores
a quinientas mil (500.000) pesetas (3.005,07 euros).

Artículo 73. Prescripción.

Las acciones previstas para sancionar las infracciones
calificadas como muy graves prescribirán al año, las gra-
ves a los seis meses y las leves a los tres meses.

El cómputo del plazo de la prescripción comenzará a
contarse desde el día en que la infracción se cometió, o
desde el día de la finalización cuando su realización se
hubiere producido de forma continuada.

Dicho plazo de prescripción quedará interrumpido en el
momento en que se inicie el procedimiento sancionador
por cualquiera de sus vías.

Artículo 74. Caducidad.

El expediente sancionador se entenderá caducado y se
procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de
cualquier interesado o de oficio por el propio órgano com-
petente para dictar resolución, en el plazo de dos años
desde su iniciación, excepto en los casos en que el proce-
dimiento se hubiera paralizado por causa imputable al
interesado, en los que se interrumpirá el cómputo del
plazo para resolver el procedimiento.

Artículo 75. Recursos.

Las resoluciones sancionadoras recaídas en los proce-
dimientos instruidos con arreglo a lo dispuesto en la pre-
sente Ley serán recurribles de conformidad con lo esta-
blecido en la normativa vigente.

Artículo 76. Efectividad de las sanciones.

1. Las multas serán pagadas en la Tesorería General
del Gobierno de Cantabria, a través de las entidades de
crédito por medio de los instrumentos de pago admitidos a
tal efecto.

2. Las sanciones podrán hacerse efectivas dentro de los
10 días siguientes a la notificación de la resolución san-
cionadora, con reducción del veinte por ciento de la cuan-
tía fijada en dicha resolución, en el supuesto de que no se
interponga reclamación alguna contra la misma.

3. En el caso que no fuesen satisfechas, una vez ago-
tada la vía administrativa, se procederá a su cobro por la
vía administrativa de apremio.

Artículo 77. Actualización.

El Gobierno de Cantabria, mediante Decreto dictado a
propuesta del consejero de Ganadería, Agricultura y
Pesca, podrá actualizar las cifras límites señaladas para
las sanciones previstas en los artículos 64 y 65 de la pre-
sente Ley.

Capítulo V

Del procedimiento arbitral

Artículo 78. Arbitraje.

La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, con la
participación de las organizaciones representativas del
sector, elaborará un procedimiento arbitral para la solu-
ción de las cuestiones litigiosas que, siendo susceptibles
de dicho procedimiento pudieran plantearse a raíz de la
interpretación y aplicación de la presente Ley.

TÍTULO VI

De las unidades mínimas de cultivo y la explotación
agraria familiar mínima

Artículo 79. Definición.

Se denomina unidad tipo de aprovechamiento aquella
cuya base territorial sea suficiente para dar ocupación
efectiva a su titular y cuyo margen objeto de la explotación
sea igual o superior a la renta de referencia.

Página 8212 Lunes, 20 de noviembre de 2000 BOC - Número 223



Artículo 80. Zonas y términos municipales.

Se establecen para los distintos términos municipales
de Cantabria las siguientes unidades mínimas de cultivo:

a) Zona primera: Secano, 0,60 hectáreas.
Términos municipales: Alfoz de Lloredo, Ampuero,

Arenas de Iguña, Argoños, Arnuero, Arredondo, Astillero
(El), Bárcena de Cicero, Bárcena de Pie de Concha,
Bareyo, Cabezón de la Sal, Cabezón de Liébana,
Camaleño, Camargo, Castañeda, Castro Urdiales,
Cillorigo-Castro, Colindres, Comillas, Corrales de Buelna
(Los), Corvera de Toranzo, Escalante, Guriezo, Laredo,
Liendo, Limpias, Marina de Cudeyo, Mazcuerras, Miengo,
Molledo, Noja, Penagos, Peñarrubia, Pesaguero,
Piélagos, Polanco, Potes, Puente Viesgo, Ramales de la
Victoria, Rasines, Reinosa, Reocín, Ruesga, Ruiloba, San
Felices de Buelna, Santa Cruz de Bezana, Santa María de
Cayón, Santander, Santillana, Santiurde de Toranzo,
Santoña, Suances, Torrelavega, Tresviso, Udías, Val de
San Vicente, Vega de Liébana, Villaescusa y Villaverde de
Trucíos.

b) Zona segunda: Secano, 0,75 hectáreas. Regadío,
0,50 hectáreas.

Términos municipales: Anievas, Cabuérniga (Valle de),
Cartes, Cieza, Entrambasaguas, Hazas de Cesto,
Herrerías, Lamasón, Liérganes, Medio Cudeyo, Meruelo,
Miera, Pesquera, Polaciones, Ribamontán al Mar,
Ribamontán al Monte, Rionansa, Riotuerto, Ruente, San
Miguel de Aguayo, San Roque de Riomiera, Santiurde de
Reinosa, San Vicente de la Barquera, Saro, Selaya,
Solórzano, Tojos (Los), Tudanca, Valdáliga, Villacarriedo,
Villafufre y Voto.

c) Zona tercera: Secano, 1 hectárea. Regadío, 0,50 hec-
táreas.

Términos municipales: Campóo de Yuso, Enmedio,
Hermandad de Campóo de Suso, Luena, Rozas (Las),
San Pedro del Romeral, Soba, Valdeolea, Valdeprado de
Río, Valderredible y Vega de Pas.

Artículo 81. Procedimiento de revisión.

Por Decreto del Gobierno de Cantabria, a propuesta del
consejero de Ganadería, Agricultura y Pesca, se revisará
la extensión de la unidad mínima de cultivo para secano y
para el regadío de los distintos términos municipales de
esta Comunidad Autónoma, fijada en el artículo anterior,
cuando las circunstancias lo hagan aconsejable.

Artículo 82. Explotación agraria familiar mínima.

A los efectos dispuestos en la presente Ley, el Gobierno
de Cantabria podrá establecer, con carácter alternativo o
complementario al régimen de unidades mínimas de cul-
tivo, el de la explotación agraria familiar mínima.

Mediante Decreto del Gobierno de Cantabria, a pro-
puesta de la Consejería de Ganadería, Agricultura y
Pesca, oída la Mesa Regional Agraria, se desarrollará el
régimen de explotación agraria familiar mínima, y se esta-
blecerá su dimensión, extensión y parámetros de viabili-
dad técnicos, sociales y económicos, en cada una de las
comarcas del territorio de la Comunidad Autónoma.

Artículo 83. Indivisión.

1. La división o segregación de una finca rústica sólo
será válida cuando no dé lugar a parcelas de extensión
inferior a la unidad mínima de cultivo.

2. Serán nulos y no producirá efecto jurídico alguno
entre las partes contratantes ni con relación a terceros, los
actos o negocios jurídicos, cualesquiera que sea su natu-
raleza y clase, por cuya virtud se produzca la división de
dichas fincas, contraviniendo lo dispuesto en el apartado
anterior. No obstante lo anterior, se permite la división o
segregación en los términos y supuestos contemplados
por la legislación estatal vigente en cada momento.

Artículo 84. División o segregación.

Si la Administración autonómica no resolviera de modo
expreso respecto de cualquier tipo de expediente o solici-
tud relativos a actos, negocios jurídicos o contratos de
división o segregación de fincas inferiores a la unidad
mínima de cultivo, se entenderá que no aprecia la existen-
cia de alguna de las excepciones contempladas en el
Título II de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización
de las Explotaciones Agrarias, con los efectos estableci-
dos en la normativa vigente.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA

Procedimientos sancionadores

Los procedimientos sancionadores a los que sea de
aplicación esta Ley y se hayan iniciado al amparo de la
legislación anterior continuarán tramitándose con arreglo
a la misma hasta su resolución definitiva, salvo en lo que
resulte más favorable al interesado.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA

1. Quedan derogados los artículos 9, 10, 11, 13 y 14 de
la Ley de Cantabria 4/1990, de 23 de marzo, sobre con-
centración parcelaria, conservación de obras, unidades
mínimas de cultivo y fomento de explotaciones rentables.

2. Queda derogada la Ley de Cantabria 5/1990, de 26
de marzo, sobre pastos en los Montes de Cantabria.

3. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones
de igual o menor rango jurídico se opongan a lo estable-
cido en la presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA

Desarrollo y entrada en vigor de la Ley

1. Se autoriza al Gobierno de Cantabria a dictar cuantas
disposiciones reglamentarias sean necesarias para el
desarrollo y aplicación de esta Ley.

2. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el BOC».

Palacio del Gobierno de Cantabria, 13 de noviembre de
2000.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE CANTABRIA,
José Joaquín Martínez Sieso

00/12175

2. AUTORIDADES Y PERSONAL
__ 2.1 NOMBRAMIENTOS, CESES Y OTRAS SITUACIONES  __

AYUNTAMIENTO DE VALDEOLEA

Decreto de nombramiento de miembros de la Comisión
de Gobierno, así como delegación de facultades.

Don Ángel Calderón Saiz, alcalde de Valdeolea conforme
a lo dispuesto en el artículo 66.1 del ROFRJEL
2568/86

RESUELVO

Primero.–Nombrar miembros de la Comisión de
Gobierno de acuerdo con las facultades que me confiere
la Ley 7/85 a los siguientes concejales: Doña Raquel
Calleja Martínez, don Crescenciano Gómez Gutiérrez y
don José Ramón Galluz González.

Asimismo nombro de acuerdo con lo establecido en el
artículo 23 de la Ley de Bases y 48 y 49 del ROF a dichos
concejales tenientes de alcalde por el orden que se indica
en su nombramiento.
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